N* 317 - TOMO 467 


4 DE FEBRERO DE 2010 


REPUBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY 


DIARIO DE SESIONES 
DE LA 
CAMARA DE SENADORES 


QUINTO PERIODO EXTRAORDINARIO DE LA XLVI LEGISLATURA 


47* SESION 


PRESIDE EL SEÑOR RODOLFO NIN NOVOA 
(Presidente) 


ACTUAN EN SECRETARIA LOS TITULARES ARQUITECTO HUGO RODRIGUEZ FILIPPINI 
Y SEÑOR SANTIAGO GONZALEZ BARBONI Y EL PROSECRETARIO DOCTOR ERNESTO LORENZO 


SUMARIO 
Páginas Páginas 
1) Textodela citación........oooocococnnnnnnnenoncnncnicinininnss 662 6, 8 y 12) Solicitudes de licencia e integración del 
A 664,677 y 694 
2 ES A 662 
- El Senado concede las licencias solicitadas 
: por los señores Senadores Lara Gilene, Larra- 
3) Levantamiento del receso.......ooomomommommsm*ss9m9*mo*s*>*. 662 


- A solicitud de varios señores Senadores, el 
Senado resuelve levantar el receso. 


4) Asuntos entradoS......oooccoocccnnocccnonncnccccnncccnnnccnnos 662 


5) Imasistencias anterioreS.....ooocccmmmmsssoncnrnosocion.s 663 


- Por Secretaría se da cuenta de las inasisten- 
cias registradas a las últimas convocatorias del 
Cuerpo. 


ñaga, Fernández Huidobro, Astori y Mujica. 


- Notas de desistimiento. Las presentan los seño- 
res Jorge Romero, Juan Andrés Ramírez, Gonza- 
lo Aguirre, Carlos Garat, Enrique Pintado y Car- 
los Baráibar y la señora Lucía Topolansky. 


7 y 9) Descentralización en materia departamental 
ylocal y participación ciudadana................ 665 y 678 


- Proyecto de ley por el que se modifica la Ley 
N* 18.567. 


662-C.S. 


- En consideración. Sancionado. Se comunicará 
al Poder Ejecutivo. 


10) Carta Orgánica del Banco Central del Uru- 
QUA Voncccccnonononnnnnonanananannnaononecononacononcnnananonecnnncanones 678 


- Proyecto de ley por el que se modifica el artícu- 
lo 37 de la Ley N” 16.696, en laredacción dada por 
el artículo 9” dela Ley N* 18.401, sobre entidades 
supervisadas por la Superintendencia de Servi- 
cios Financieros. 


- En consideración. Sancionado. Se comunicará 
al Poder Ejecutivo. 


CAMARA DE SENADORES 


4 de febrero de 2010 


11) Acuerdo de Promoción y Protección de inver- 
siones celebrado entre los Gobiernos de la 
República Oriental del Uruguay y de la Repúbli- 
cade la lidia. sii coannre cc dcadenen asin 684 


- Proyecto de ley aprobado por la Cámara de 
Representantes. 


- En consideración. Sancionado. Se comunicará 
al Poder Ejecutivo. 


13) Selevantala sesión.......ocoooomocccocncocncnncncncconnnnonoo. 695 


1) TEXTO DE LA CITACION 


“Montevideo, 3 de febrero de 2010. 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión 
extraordinaria mañana jueves 4 de febrero ala hora 19:00, a 
fin de hacer cesar el receso, dar cuenta de los asuntos 
entrados y considerar el siguiente 


ORDEN DEL DIA 


1) Discusión única del proyecto de ley aprobado en 
nueva forma por la Cámara de Representantes por el 
que se modifica la Ley N* 18.567, de 13 de setiembre 
de 2009 sobre descentralización territorial y partici- 
pación ciudadana. 

Carp. N* 1698/2009 - Rep. N* 1219/10 


Discusión general y particular de los siguientes proyec- 
tos de ley: 


2) Por el que se modifica el artículo 37 de la Ley 
N* 16.696, de 30 de marzo de 1995, enla redacción dada 
por el artículo 9” de la Ley N* 18.401, de 24 de octubre 
de 2008, sobre entidades supervisadas por la 
Superintendencia de Servicios Financieros del Ban- 
co Central del Uruguay. 

Carp. N* 1710/10 - Rep. N* 1218/10 


3) Por el que se aprueba el Acuerdo de Promoción y 
Protección de Inversiones celebrado entre los Go- 
biernos de la República Oriental del Uruguay y de la 
República de la India, suscrito en la ciudad de Mon- 
tevideo, el 11 de febrero de 2008. 

Carp. N* 1603/09 - Rep. N* 1217/10 


Santiago González Barboni 
Secretario 


Hugo Rodríguez Filippini 
Secretario.” 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Abreu, Agazzi, Alfie, 
Amaro, Antía, Antognazza(1), Arana, Astori, Bonomi, 
Campanella, Camy, Cid, Couriel, Dalmás, Gallinal, 
Gargano, Heber, Lapaz, Long, Lorier, Michelini, Moreira, 
Mujica, Penadés, Percovich, Ríos, Sanguinetti, Saravia, 
Tajam, Vaillant y Xavier. 


FALTAN: con licencia, los señores Senadores 
Fernández Huidobro, Lara Gilene y Larrañaga; y con 
aviso, el señor Senador Da Rosa. 


(1) Suple a Astori a partir de la hora 19:40 


3) LEVANTAMIENTO DEL RECESO 
SEÑOR PRESIDENTE .- Está abierto el acto. 
(Es la hora 19 y 08 minutos) 


- El Senado ha sido convocado a fin de levantar el 
receso, dar cuenta de los asuntos entrados y considerar los 
temas que figuran en el Orden del Día. 


Se va a votar si se levanta el receso. 
(Se vota:) 


-18en 20. Afirmativa. 


4) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta 
la sesión. 


(Es la hora 19 y 09 minutos) 


-Dese cuenta de los asuntos entrados. 


4 de febrero de 2010 
(Se da de los siguientes:) 


“La Presidencia de la Asamblea General destina un men- 
saje del Poder Ejecutivo al que acompaña un proyecto de ley 
por el cual se prorroga el plazo para dar cumplimiento a la 
obligación, de las emisoras de radio y televisión públicas o 
privadas que operan en el territorio nacional, de entregar al 
Archivo Audiovisual del Servicio Oficial de Difusión, 
Radiotelevisión y Espectáculos, copia de todo el material 
audiovisual que tuvieran en su poder. 

- ALA COMISION DE EDUCACION Y CULTURA. 


El Poder Ejecutivo comunica la promulgación de los 
siguientes proyectos de ley: 


- porelquese declaran de interés nacional los progra- 
mas de carácter general que tengan como objeto 
actividades de apoyo a la promoción de la salud y la 
educación en la niñez y la adolescencia en el ámbito 
de la educación pública. 


- porel que se autoriza el ingreso al territorio nacio- 
nal de dos delegaciones del Ejército de la Repú- 
blica Argentina y de una delegación del Ejército de 
la República Federativa del Brasil, a efectos de par- 
ticipar en los actos conmemorativos del centena- 
rio del Batallón “Ituzaingó” de Infantería N* 7, a 
llevarse a cabo en la ciudad de Salto, el 12 de abril de 
2010. 


- por el que se autoriza la salida del país del Velero 
Escuela “Capitán Miranda” y su tripulación, a efectos 
de realizar el XXIX Viaje de Instrucción, entre el 20 de 
enero y el 31 de agosto de 2010, visitando puertos en 
los siguientes países: República Federativa del Bra- 
sil, República Argentina, República de Chile, Repú- 
blica del Perú, República del Ecuador, República de 
Colombia, República Bolivariana de Venezuela, Re- 
pública Dominicana, Estados Unidos Mexicanos, Es- 
tados Unidos de América, República de Cuba y 
Curacao. 

- TENGASE PRESENTE. 


La Cámara de Representantes remite aprobados los si- 
guientes proyectos de ley: 


- porelquese designa con el nombre “Doctor Alfredo 
Crisci Diglio” el Liceo N” 1 de la ciudad de Atlántida, 
departamento de Canelones, dependiente del Conse- 
jo de Educación Secundaria, Administración Nacio- 
nal de Educación Pública. 

- ALA COMISION DE EDUCACION Y CULTURA. 


- por el que se modifica el artículo 37 de la Ley 
N* 16.696, de 30 de marzo de 1995, Carta Orgánica del 
Banco Central, en la redacción dada por el artículo 9 
de la Ley N” 18.401, de 24 de octubre de 2008, sobre 
entidades supervisadas por la Superintendencia de 
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Servicios Financieros del Banco Central del Uru- 
guay. 
- HA SIDO REPARTIDO. ESTA INCLUIDO EN EL OR- 
DENDEL DIA DE LA SESION DE HOY. 


- porel que se designa “Rogelio Calvente y José Po- 
sada” la Plaza de Deportes de la ciudad de Ri- 
vera, dependiente del Ministerio de Turismo y De- 
porte. 

- ALA COMISIÓN ESPECIAL DE DEPORTES. 


Y comunica que ha aprobado los siguientes proyectos 
de ley: 


- porel que se autoriza la salida del país del Velero 
Escuela “Capitán Miranda” y su tripulación, a efectos 
de realizar el XXIX Viaje de Instrucción, entre el 20 de 
enero y el 31 de agosto de 2010. 


- porelquese autoriza el ingreso al territorio nacional 
de dos delegaciones del Ejército de la República 
Argentina y de una delegación del Ejército de la 
República Federativa del Brasil, a efectos de partici- 
par en los actos conmemorativos del centenario del 
Batallón “Ituzaingó” de Infantería N* 7, a llevarse a 
cabo en la ciudad de Salto, el 12 de abril de 2010. 

- AGREGUENSE A SUS ANTECEDENTES Y ARCHI- 

VENSE. 


El Congreso Nacional de Ediles remite para conocimien- 
to del Cuerpo un proyecto de ley interpretativo del artículo 
295 de la Constitución de la República, que se encuentra a 
estudio de dicho organismo. 


La Junta Departamental de Canelones remite copia de 
una Resolución por la que se comunica la aspiración de que 
los organismos del Estado, empresas públicas y servicios 
descentralizados al momento de decidir la contratación de 
empresas, tengan en cuenta a las Cooperativas Sociales. 

- TENGANSE PRESENTES. ” 


5) INASISTENCIAS ANTERIORES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dando cumplimiento a lo que 
establece el artículo 53 del Reglamento de la Cámara de 
Senadores, dese cuenta de las inasistencias a las anteriores 
convocatorias. 


(Se da de las siguientes:) 


SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 
A la sesión extraordinaria del día 18 de enero faltaron con 
aviso los señores Senadores Abreu, Larrañaga y Long y, 
sin aviso, los señores Senadores Antía, Cid, Couriel, Da 
Rosa, Gallinal, Heber, Lara Gilene y Penadés. 


664-C.S. 


6) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRACION 
DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de una solicitud de 
licencia. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Lara Gilene solicita licencia por el 
día de la fecha.” 


-Léase. 

(Se lee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 
“Montevideo, 4 de febrero de 2010. 


Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Sr. Rodolfo Nin Novoa 
Presente 


Quien suscribe Senador de la República Sr. Julio Lara 
Gilene solicita licencia el día 4 de Febrero por motivos 
personales. 


Saluda atentamente, 


Julio C. Lara Gilene. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-21 en23.Afirmativa. 


Se comunica al Cuerpo que el señor Jorge Romero ha 
presentado nota de desistimiento informando que por esta 
vez no acepta la convocatoria de que ha sido objeto, por lo 
que queda convocado el señor Walter Campanella. 


Dese cuenta de otra solicitud de licencia. 
(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Larrañaga solicita licencia por el 
día de la fecha.” 


-Léase. 
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(Se lee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 
“Montevideo, 4 de febrero de 2010. 


Sr. Presidente del Senado 
Don Rodolfo Nin Novoa 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


Por la presente solicito al Cuerpo se me otorgue licencia 
por el día de la fecha y se convoque a mi suplente respec- 
tivo. 


Sin otro particular, le saluda muy atentamente, 


Jorge Larrañaga, Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-22 en 24. Afirmativa. 


Se comunica al Cuerpo que los señores Juan Andrés 
Ramírez, Gonzalo Aguirre y Carlos Garat han presentado 
notas de desistimiento informando que por esta vez no 
aceptan la convocatoria de que han sido objeto, por lo que 
queda convocado el señor Carlos Camy. 


Dese cuenta de otra solicitud de licencia 
(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Fernández Huidobro solicita licen- 
cla para el día 4 de los corrientes.” 


-Léase. 

(Selee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 
“Montevideo, 4 de febrero 2010. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Rodolfo Nin Novoa 


De mi mayor consideración: 


Por la presente, solicito licencia por el día 4 de los 
corrientes por motivos particulares. 


4 de febrero de 2010 


Sin otro particular, le saluda atentamente, 


E. Fernández Huidobro. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-23en 25. Afirmativa. 


Se comunica al Cuerpo que la señora Lucía Topolansky 
ha presentado nota de desistimiento informando que por 
esta única vez no acepta la convocatoria de que ha sido 
objeto, por lo que queda convocado el señor Eduardo 
Bonomi. 


Dese cuenta de otra solicitud de licencia 
(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Astori solicita licencia para el día 
4 de los corrientes”. 


-Léase. 

(Se lee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 
“Montevideo, 4 de febrero de 2010. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Rodolfo Nin Novoa 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente, solicito al Cuerpo me conceda 
licencia por motivos personales por el día de la fecha. 


Solicito asimismo se convoque a mi suplente correspon- 
diente. 


Sin otro particular, saluda al señor Presidente muy aten- 
tamente, 


Danilo Astori. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota:) 
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-23 en 25. Afirmativa. 


Se comunica al Cuerpo que los señores Enrique Pintado 
y Carlos Baráibar han presentado notas de desistimiento 
informando que por esta vez no aceptan la convocatoria 
para integrar el Cuerpo, por lo que queda convocado el 
señor Milton Antognazza. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa a la conside- 
ración del Orden del Día. 


SEÑOR HEBER.- Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR HEBER.- Señor Presidente: simplemente quere- 
mos solicitar al Cuerpo un cuarto intermedio de quince 
minutos para que nuestra Bancada pueda tomar conoci- 
miento de las modificaciones realizadas por la Cámara de 
Representantes en el día de ayer. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sinose hace uso de la palabra, 
se va a votar la moción formulada por el señor Senador en 
el sentido de realizar un cuarto intermedio por quince minu- 
tos. 


(Se vota:) 

-24 en 27. Afirmativa. 

El Senado pasa a cuarto intermedio por 15 minutos. 
(Así se hace. Es la hora 19 y 15 minutos) 

(Vueltos a Sala) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, continúa la 
sesión. 


(Es la hora 19 y 40 minutos) 


7)  DESCENTRALIZACION EN MATERIA DEPARTA- 
MENTAL Y LOCAL Y PARTICIPACION CIUDA- 
DANA 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado pasa a considerar el 
asunto que figura en primer término del Orden del Día: 
“Discusión única del proyecto de ley aprobado en nueva 
forma por la Cámara de Representantes por el que se modi- 
fica la Ley N” 18.567, de 13 de setiembre de 2009 sobre 
descentralización territorial y participación ciudadana. 
(Carp. N” 1698/2009 - Rep. N* 1219/10)”. 


(Antecedentes:) 


666-C.S. 


“Carp. N* 1698/09 
Rep. N* 1219/10 
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Montevideo, 3 de febrero de 2010. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores, 
Rodolfo Nin Novoa. 


Tengo el honor de remitir al señor Presidente, con sus 
antecedentes, el proyecto de ley aprobado en nueva forma 
por esta Cámara, en sesión de hoy, por el que se dictan 
normas relativas a la descentralización territorial y a la 
participación ciudadana. 


Saludo al señor Presidente con mi más alta considera- 
ción. 


Roque Arregui 
Presidente 


José Pedro Montero 
Secretario. 
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La Cámara de Representantes de la República Oriental 
del Uruguay, en sesión de hoy, ha sancionado el siguiente 


PROYECTO DELEY 


Artículo 1*.- Sustitúyese el artículo 10 de la Ley N* 18.567, 
de 13 de setiembre de 2009, por el siguiente: 


'ARTICULO 10.- Para ser miembro del Municipio se 
requerirá dieciocho años cumplidos de edad, ciudadanía 
natural o legal con tres años de ejercicio y estar radicado 
dentro de los límites territoriales de aquel, desde tres 
años antes, por lo menos, siendo aplicable a los inte- 
grantes del gobierno local las incompatibilidades e inhi- 
biciones establecidas en los artículos 289 al 294 del 
Capítulo VIII de la Sección XVI de la Constitución de la 
República. 


No podrán integrarlos los miembros de la Junta De- 
partamental ni los Intendentes". 


Artículo 2*.- Derógase el artículo 23 de la Ley N* 18.567, 
de 13 de setiembre de 2009. 


Artículo 3*.- Modifícase el artículo 24 de la Ley N* 18.567, 
de 13 de setiembre de 2009, que quedará redactado de la 
siguiente forma: 
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'ARTICULO 24.- En todas las poblaciones de más de 
5.000 habitantes se instalarán estos Municipios a par- 
tir del año 2010. Las restantes que estén compren- 
didas en el inciso segundo del artículo 1? de esta ley, lo 
harán a partir del año 2015. En los departamentos donde 
existan menos de dos Municipios electivos en el año 
2010, se incluirán las localidades inmediatamente si- 
guientes en orden decreciente -de acuerdo con su can- 
tidad de población- hasta completar la cifra de dos por 
departamento, sin incluir la capital departamental. Di- 
chas localidades deberán cumplir los requisitos estable- 
cidos en el inciso segundo del artículo 1? de la presente 
ley”. 


Artículo 4%.- Modifícase el artículo 25 de la Ley N* 18.567, 
de 13 de setiembre de 2009, que quedará redactado de la 
siguiente forma: 


'ARTIÍCULO 25.- Los Gobiernos Departamentales debe- 
rán dar cumplimiento al procedimiento previsto en el 
artículo 2? de la presente ley, antes del 15 de febrero de 
2010 alos efectos de la determinación de los Municipios 
a elegirse en el año 2010, y antes del 31 de marzo de 2013 
para los electos en el año 2015. 


En caso de incumplimiento total o parcial, vencidos 
dichos plazos el Poder Ejecutivo elaborará la nómina 
correspondiente teniendo en cuenta los datos de pobla- 
ción que suministrará el Instituto Nacional de Estadís- 
tica y la remitirá ala Asamblea General para su aproba- 
ción. Cumplidos treinta días, la misma se tendrá por 
aprobada. 


Artículo 5%.- Agrégase a la Ley N” 18.567, de 13 de 
setiembre de 2009, el siguiente artículo: 


'Las listas de candidatos para los Municipios figurarán 
en hojas de votación separadas de las listas de candida- 
tos para los cargos departamentales. 


Artículo 6%.- Agrégase a la Ley N” 18.567, de 13 de 
setiembre de 2009, un artículo in fine que tendrá la siguiente 
redacción: 


'La Corte Electoral reglamentará la presente ley en todo 
lo atinente a los actos y procedimientos electorales 
referentes a las elecciones de los Municipios. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 3 de febrero de 2010. 


Roque Arregui 
Presidente 


José Pedro Montero 
Secretario. 
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CAMARA DESENADORES 


La Cámara de Senadores en sesión de hoy ha sancionado 
el siguiente 


PROYECTO DELEY 


ARTICULO 1".- Sustitúyese el artículo 10 de la Ley 
N?* 18.567, de 13 de setiembre de 2009, por el siguiente: 


'ARTICULO 10.- Para ser miembro del Municipio se 
requerirá dieciocho años cumplidos de edad, ciudadanía 
natural o legal con tres años de ejercicio y estar radicado 
dentro de los límites territoriales de aquel, desde tres 
años antes, por lo menos. 


No podrán integrarlos los miembros de la Junta De- 
partamental ni los Intendentes". 


ARTICULO 2".- Derógase el artículo 23 de la Ley 
N* 18.567, de 13 de setiembre de 2009. 


ARTICULO 3".- Modifícase el artículo 24 de la Ley 
N? 18.567, de 13 de setiembre de 2009, que quedará redac- 
tado de la siguiente forma: 


'ARTICULO 24.- En todas las poblaciones de más de 
5.000 habitantes se instalarán estos Municipios a partir 
del año 2010. Las restantes que estén comprendidas en 
el inciso segundo del artículo 1” de esta ley, lo harán a 
partir del año 2015. En los departamentos donde existan 
menos de dos Municipios electivos en el año 2010, se 
incluirán las localidades inmediatamente siguientes en 
orden decreciente -de acuerdo con su cantidad de pobla- 
ción- hasta completar la cifra de dos por departamento, 
sin incluir la capital departamental. Dichas localidades 
deberán cumplir los requisitos establecidos en el inciso 
segundo del artículo 1? de la presente ley”. 


ARTICULO 4".- Modíficase el artículo 25 de la Ley 
N? 18.567, de 13 de setiembre de 2009, que quedará redac- 
tado de la siguiente forma: 


'ARTICULO 25.- Los Gobiernos Departamentales debe- 
rán dar cumplimiento al procedimiento previsto en el 
artículo 2? de la presente ley, antes del 31 de enero de 
2010 alos efectos de la determinación de los Municipios 
a elegirse en el año 2010 y antes del 31 de marzo de 2013 
para los electos en el año 2015. 


En caso de incumplimiento total o parcial, vencidos 
dichos plazos el Poder Ejecutivo elaborará la nómina 
correspondiente teniendo en cuenta los datos de pobla- 
ción que suministrará el Instituto Nacional de Estadís- 
tica y la remitirá a la Asamblea General para su aproba- 
ción. Pasados sesenta días, la misma se tendrá por 
aprobada. 
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ARTICULO $".- Agrégase a la Ley N* 18.567, de 13 de 
setiembre de 2009, el siguiente artículo: 


'Las listas de candidatos para los Municipios figurarán 
en hojas de votación separadas de las listas de candida- 
tos para los cargos departamentales. 


ARTICULO 6.- Agrégase a la Ley N* 18.567, de 13 de 
setiembre de 2009, un artículo in fine que tendrá la siguiente 
redacción: 


'La Corte Electoral reglamentará la presente ley”. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Senadores, en Monte- 
video, a 23 de diciembre de 2009. 


Rodolfo Nin Novoa 
Presidente 
Hugo Rodríguez Filippini 
Secretario. 
DISPOSICION CITADA 


Ley N* 18.567, 
de 13 de setiembre de 2009 


CAPITULOI 


DELOS PRINCIPIOS GENERALES 


Artículo 1%.- De acuerdo con lo previsto por los artíicu- 
los 262,287 y disposición transitoria Y) de la Constitución 
de la República, habrá una autoridad local que se denomi- 
nará Municipio, configurando un tercer nivel de Gobierno 
y de Administración. 


Cada Municipio tendrá una población de al menos dos 
mil habitantes y su circunscripción territorial urbana y 
suburbana deberá conformar una unidad, con personalidad 
social y cultural, con intereses comunes que justifiquen la 
existencia de estructuras políticas representativas y que 
faciliten la participación ciudadana. 


Podrá haber un Municipio en aquellas poblaciones que 
no alcancen el mínimo de habitantes requeridos por el 
presente artículo, si así lo dispone la Junta Departamental 
a Iniciativa del Intendente. Para la constitución de Munici- 
pios dentro de las capitales departamentales se requerirá 
iniciativa del Intendente y aprobación de la Junta Departa- 
mental en concordancia con lo establecido por el inciso 
segundo del artículo 262 de la Constitución de la República. 


Artículo 2*.- La Junta Departamental, a propuesta del 
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Intendente, definirá la nómina de las localidades que cum- 
plan con las condiciones establecidas para la creación de 
Municipios y sus respectivos límites territoriales, estos 
podrán contener más de una circunscripción electoral, res- 
petándose las ya existentes (Letra Y) de las Disposiciones 
Transitorias y Especiales de la Constitución de la Repúbli- 
ca). 


Artículo 3".- Son principios cardinales del sistema de 
descentralización local: 


1) La preservación de la unidad departamental territo- 
rial y política. 


2) La prestación eficiente de los servicios estatales 
tendientes a acercar la gestión del Estado a todos los 
habitantes. 


3) La gradualidad de la transferencia de atribuciones, 
poderes jurídicos y recursos hacia los Municipios en 
el marco del proceso de descentralización. 


4) La participación de la ciudadanía. 


5) La electividad y la representación proporcional inte- 
gral. 


6) La cooperación entre los Municipios para la ges- 
tión de determinados servicios públicos o acti- 
vidades municipales en condiciones más venta- 
josas. 


Artículo 49.- Los acuerdos previstos en el artículo 262 
de la Constitución de la República, entre el Poder Ejecutivo 
y los Gobiernos Departamentales, podrán incluir la radica- 
ción de servicios y actividades del Estado para su ejecución 
por los Municipios. 


Artículo 5%.- Los Municipios instrumentarán la partici- 
pación activa de la sociedad en las cuestiones del Gobierno 
local. 


Cada Municipio creará los ámbitos necesarios y los 
mecanismos adecuados, dependiendo de la temática y de 
los niveles organizativos de la sociedad, para que la pobla- 
ción participe de la información, consulta, iniciativa y con- 
trol de los asuntos de su competencia. 


Con el porcentaje establecido en el artículo 16 de la 
presente ley podrá entablarse el derecho de iniciativa ante 
el Municipio, en caso de que estos ámbitos no sean estable- 
cidos. Pasados sesenta días sin que este se pronuncie, 
podrá presentarse dicha iniciativa ante la Junta Departa- 
mental. El no pronunciamiento de esta en un plazo de 
noventa días se considerará como denegatoria. 
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CAPITULO II 


DE LA MATERIA DEPARTAMENTAL Y LOCAL(O 
MUNICIPAL) 


Artículo 69.- La materia departamental estará constitui- 
da por: 


1) Los cometidos que la Constitución de la República y 
las leyes asignen a los Gobiernos Departamentales. 


2) Los asuntos que emerjan de acuerdos entre el Gobier- 
no Nacional y el Departamental. 


3) La protección del ambiente y el desarrollo sustenta- 
ble de los recursos naturales dentro de su jurisdic- 
ción. 


Artículo 7%.- La materia municipal estará constituida 
por: 


1) Los cometidos que la Constitución de la República y 
la ley determinen. 


2) Los asuntos que le son propios dentro de su circuns- 
cripción territorial. 


3) Los asuntos que, referidos a cuestiones locales, el 
Poder Ejecutivo, por intermedio del respectivo Go- 
bierno Departamental, acuerde asignar a los Munici- 
pios. 


4) Los asuntos que resulten de acuerdos que puedan 
concretarse entre más de un Municipio del mismo 
departamento, con autorización del Intendente. 


5) Los asuntos que resulten de acuerdos entre los Go- 
biernos Departamentales que puedan ejecutarse en- 
tre Municipios de más de un departamento. 


6) Los asuntos que el respectivo Gobierno Departa- 
mental asigne a los Municipios. 


Artículo 89.- En aquellas zonas del territorio donde no 
exista Municipio, las competencias municipales serán ejer- 
cidas por el Gobierno Departamental. 


CAPITULO HI 


INTEGRACION 


Artículo 99.- Los Municipios serán órganos integrados 
por cinco miembros y sus cargos serán de carácter electivo. 


Serán distribuidos por el sistema de representación 
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proporcional integral y su régimen de suplencias será el 
mismo que el de las Juntas Departamentales. 


Artículo 10.- Para integrar los Municipios se exigirán 
los mismos requisitos que para ser Edil departamental (ar- 
tículo 264 de la Constitución de la República) y se les 
aplicará el mismo régimen de incompatibilidades y prohibi- 
ciones. 


No podrán integrarlos los miembros de la Junta Depar- 
tamental ni los Intendentes. 


Artículo 11.- El primer titular de la lista más votada del 
lema más votado dentro de la respectiva circunscripción 
territorial se denominará Alcalde y presidirá el Municipio. 


Los restantes miembros se denominarán Concejales y 
serán de carácter honorario. 


En caso de ausencia temporal o definitiva, el Alcalde 
será sustituido en sus funciones por el titular electo que le 
siga en la lista o, en su defecto, por el primer titular de la 
segunda lista más votada del lema más votado en la circuns- 
cripción. 


CAPITULO IV 


DE LAS ATRIBUCIONES Y COMETIDOS DEL 
MUNICIPIO Y SUS INTEGRANTES 


Artículo 12.- Son atribuciones de los Municipios: 


1) Cumplir y hacer cumplir la Constitución de la Repú- 
blica, las leyes, los decretos y demás normas depar- 
tamentales. 


2) Supervisar las oficinas de su dependencia y ejercer 
la potestad disciplinaria sobre sus funcionarios en el 
marco de la política de recursos humanos y de las 
disposiciones vigentes establecidas por el respecti- 
vo Gobierno Departamental. 


3) Ordenar gastos o inversiones de conformidad con lo 
establecido en el presupuesto quinquenal o en las 
respectivas modificaciones presupuestales y en el 
respectivo plan financiero, así como en las disposi- 
ciones vigentes. 


4) Administrar eficaz y eficientemente los recursos fi- 
nancieros y humanos a su cargo para la ejecución de 
sus cometidos. 


5) Designar representantes del Municipio en activida- 
des de coordinación y promoción del desarrollo re- 
gional. 
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7) 


8) 


9) 
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Promover la capacitación y adiestramiento de sus 
funcionarios para el mejor cumplimiento de sus co- 
metidos. 


Aplicar las multas por transgresiones a los decretos 
departamentales cuyo contralor se les asigne. 


Velar por el respeto de los derechos y garantías 
fundamentales de los habitantes. 


Las demás atribuciones que les asigne el Intendente. 


10) Requerir el auxilio de la fuerza pública siempre que 


resulte necesario para el cumplimiento de sus funcio- 
nes. 


Artículo 13.- Son cometidos de los Municipios: 


1) 


2) 


3) 


4) 


5) 


6) 


7) 


8) 


9) 


Dictar las resoluciones que correspondan al cabal 
cumplimiento de sus cometidos. 


Elaborar anteproyectos de decretos y resoluciones, 
los que serán propuestos al Intendente para su con- 
sideración a los efectos de que, si correspondiera, 
ejerza su iniciativa ante la Junta Departamental. 


Colaborar en la realización y mantenimiento de obras 
públicas que se realicen en su jurisdicción. 


Elaborar programas zonales y adoptar las medidas 
preventivas que estime necesarias en materia de 
salud e higiene, protección del ambiente, todo ello 
sin perjuicio de las competencias de las autoridades 
nacionales y departamentales, según las normas vi- 
gentes en la materia. 


Adoptar las medidas tendientes a conservar y mejo- 
rar los bienes y edificaciones, especialmente aque- 
llos que tengan valor histórico o artístico. 


Atender lo relativo a la vialidad y el tránsito, el 
mantenimiento de espacios públicos, alumbrado pú- 
blico y pluviales, sin perjuicio de las potestades de 
las autoridades departamentales al respecto. 


Atender los servicios de necrópolis y de recolección 
y disposición final de residuos, que les sean asigna- 
dos por la Intendencia Departamental. 


Colaborar en la vigilancia de la percepción de las 
rentas departamentales. 


Colaborar con las autoridades departamentales den- 
tro de las directrices que estas establezcan en materia 
de ferias y mercados, proponiendo su mejor ubica- 
ción de acuerdo con las necesidades y característi- 
cas de sus zonas, cooperando asimismo en su vigl- 
lancia y fiscalización. 
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10) Colaborar con los demás organismos públicos en el 
cumplimiento de tareas y servicios que le sean co- 
munes o que resulten de especial interés para la zo- 
na, promoviendo la mejora de la gestión de los mis- 
mos. 


11) Adoptar las medidas que estimen convenientes para 
el desarrollo de la ganadería, la industria y el turismo, 
en coordinación con el Gobierno Departamental, y 
sin perjuicio de las atribuciones de las autoridades 
nacionales y departamentales en la materia. 


12) Formular y ejecutar programas sociales y culturales 
dentro de su jurisdicción, estimulando el desarrollo 
de actividades culturales locales. 


13) Emitir, opinión sobre las consultas que, a través del 
Gobierno Departamental, les formule el Poder Ejecu- 
tivo en materia de proyectos de desarrollo local. 


14) Colaborar en la gestión de los proyectos referidos en 
el numeral anterior cuando así se haya acordado 
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3) Ejercer la representación del Municipio, sin perjuicio 
de lo dispuesto por el numeral 5) del artículo 12 de la 
presente ley. 


4) Proponer al Municipio planes y programas de desa- 
rrollo local que estime convenientes para su mejor 
desarrollo. 


5) Ordenar los pagos municipales de conformidad con 
lo establecido en el presupuesto quinquenal o en las 
respectivas modificaciones presupuestales y en el 
respectivo plan financiero, así como en las disposi- 
ciones vigentes. 


6) Adoptar las medidas necesarias para el cumplimiento 
de los cometidos municipales, pudiendo, asimismo, 
disponer del personal, recursos materiales y finan- 
cieros para cumplir con los servicios municipales 
esenciales vinculados a seguridad e higiene. 


También podrán disponer de esas medidas y de esos 


recursos en caso de urgencia, dando cuenta de este caso al 
Municipio en la primera sesión y estando a lo que este 


entre el Gobierno Departamental y el Poder Ejecutivo 
y exista interés así como capacidad suficiente para el 


cumplimiento de la actividad por el Municipio. resuelva. 


15) Adoptar las medidas urgentes necesarias en el marco 
de sus facultades, coordinando, y colaborando con 
las autoridades nacionales respectivas, en caso de 
accidentes, incendios, inundaciones y demás catás- 
trofes naturales comunicándolas de inmediato al In- 
tendente, estando a lo que este disponga. 


16) Colaborar en la gestión de políticas públicas nacio- 
nales cuando así se haya acordado entre el Gobierno 
Departamental y el Poder Ejecutivo. 


17) Crear ámbitos de participación social. 


18) Rendir cuenta anualmente ante el Gobierno Departa- 
mental de la aplicación de los recursos que hubiera 
recibido para la gestión municipal o para el cumpli- 
miento de funciones que se hubieran expresamente 
delegado en la autoridad municipal. 


19) Presentar anualmente ante los habitantes del Muni- 
cipio, en régimen de Audiencia Pública, un informe 
sobre la gestión desarrollada en el marco de los 
compromisos asumidos, y los planes futuros. 


Artículo 14.- Son atribuciones del Alcalde: 


1) Presidir las sesiones del Municipio y resolver por 
doble voto las decisiones en caso de empate entre 
sus integrantes. 


2) Dirigir la actividad administrativa del Municipio. 


Artículo 15.- Son atribuciones de los Concejales: 


1) Participar en las sesiones del Municipio y emitir su 
voto a fin de adoptar las decisiones del órgano por 
la mayoría simple de sus integrantes. 


2) Ejercer el contralor sobre el ejercicio de las atribucio- 
nes del Alcalde. 


3) Representar al Municipio cuando este así lo dispon- 
ga. 


4) Proponer al Cuerpo planes y programas de desarrollo 
local que estime convenientes para su mejor desarro- 
llo, sin perjuicio de las atribuciones de las autorida- 
des nacionales y departamentales en la materia. 


5) Colaborar con el Alcalde para el normal desempeño 
de los cometidos municipales. 


6) Ejercer las atribuciones previstas en el numeral 10) 
del artículo 12 de la presente ley. 


CAPITULO V 


DELA INICIATIVA Y ELCONTROL 


Artículo 16.- El 15% (quince por ciento) de los ciudada- 


nos inscriptos en una localidad o circunscripción tendrá el 
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derecho de iniciativa ante el Gobierno Departamental en los 
asuntos de su competencia, incluida la iniciativa para cons- 
tituirse en Municipio. 


En este caso la Junta Departamental, a iniciativa del 
Intendente, podrá disponer la creación del Municipio res- 
pectivo, aunque se trate de una población de menos de 
2.000 habitantes. 


Artículo 17.- Los actos administrativos generales y los 
particulares de los Municipios admitirán los recursos de 
reposición y, conjunta y subsidiariamente el de apelación, 
ante el Intendente. 


Serán de aplicación los plazos establecidos en el artículo 
317 de la Constitución de la República. 


Artículo 18.- La Junta Departamental tendrá sobre los 
Municipios los mismos controles que ejerce sobre la Inten- 
dencia Municipal. 


Será de aplicación lo dispuesto en el artículo 296 de la 
Constitución de la República. 


CAPITULO VI 


DE LOS RECURSOS 


Artículo 19.- La gestión de los Municipios se financiará: 


1) Con los fondos que les destinen los Gobiernos De- 
partamentales. 


2) Con los recursos que les asigne el Presupuesto Na- 
cional en el Fondo de Incentivo para la Gestión de los 
Municipos, que se creará a dicho efecto a partir de 
fondos que no afecten los que actualmente se desti- 
nan alos Gobiernos Departamentales, se tendrán en 
cuenta criterios de equidad e indicadores de gestión, 
además del mantenimiento de la relación entre núme- 
ro de funcionarios y población, en el período inme- 
diatamente anterior. 


Artículo 20.- El Gobierno Departamental proveerá los 
recursos humanos y materiales necesarios a los Munici- 
pios, a los efectos de que estos puedan cumplir con sus 
atribuciones, en el marco del presupuesto quinquenal y las 
modificaciones presupuestales aprobadas por la Junta De- 
partamental. 


Artículo 21.- El Poder Ejecutivo, con el asesoramiento 
del Congreso de Intendentes, propondrá las normas legales 
que estime necesarias para determinar adecuadamente el 
gasto público en políticas sociales de los Gobiernos Depar- 
tamentales. Dicho gasto deberá ser considerado en la forma 
de distribución de recursos que determina el literal C) del 
artículo 214 de la Constitución de la República. 
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CAPITULO VII 
DISPOSICIONES ESPECIALES 


Artículo 22.- Las Juntas Locales Autónomas Electivas 
de San Carlos, de Bella Unión y de Río Branco, con sus 
actuales jurisdicciones, se convertirán en Municipios, de 
acuerdo con las disposiciones de la presente ley, mante- 
niendo, además de las facultades de gestión en estas pre- 
vistas, las establecidas en las Leyes N* 16.569, de 5 de 
setiembre de 1994, N* 16,494, de 14 de junio de 1994, y 
N? 12.809, de 15 de diciembre de 1960, respectivamente. 


CAPITULO VIII 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS 


Artículo 23.- Las Juntas Locales integradas al momento 
de la promulgación de la presente ley pasarán a ser Muni- 
cipios, a partir de la elección de sus autoridades en el año 
2010, de acuerdo con lo establecido en el inciso tercero del 
numeral 9) del artículo 77 de la Constitución de la Repúbli- 
ca. 


Artículo 24.- En todas las poblaciones de más de 5.000 
habitantes se instalarán estos Municipios a partir del año 
2010. Las restantes lo harán a partir del año 2015. En los 
departamentos donde existan menos de dos Municipios 
electivos en el año 2010, se incluirán las localidades inme- 
diatamente siguientes en orden decreciente -de acuerdo 
con su cantidad de población- hasta completar la cifra de 
dos por departamento, sin incluir la capital departamental. 
Dichas localidades deberán cumplir los requisitos estable- 
cidos en el inciso segundo del artículo 1? de la presente ley. 


Artículo 25.- Los Gobiernos Departamentales deberán 
dar cumplimiento al procedimiento previsto en el artículo 2% 
de la presente ley, en un plazo de ciento veinte días conta- 
dos a partir de su promulgación. 


Vencido dicho plazo, o no habiéndose incluido todas las 
localidades que cumplan las condiciones establecidas en el 
referido artículo y en el artículo 23 de la presente ley, el Poder 
Ejecutivo elaborará la nómina correspondiente teniendo en 
cuenta los datos de población que suministrará el Instituto 
Nacional de Estadística y la remitirá ala Asamblea General. 
Pasados sesenta días, la misma se tendrá por aprobada.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Selee) 
-En discusión. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Vaillant. 
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SEÑOR VAILLANT.- Señor Presidente: como recorda- 
rán, se trata del proyecto de ley modificativo de la Ley 
N* 18.567 que votamos el 13 de setiembre de 2009. Dicho 
proyecto tuvo la media sanción de esta Cámara y luego, 
pasado a la Cámara de Representantes, sufrió algunas 
modificaciones y, por tanto, corresponde que este Cuerpo 
resuelva si las acepta o rechaza. Recalco esto porque el 
debate no se refiere a la conveniencia de la ley, a si esta es 
correcta o a las distintas visiones que sobre el tema de la 
descentralización puede haber, porque eso ya fue laudado 
el 13 de setiembre, cuando se aprobó por mayoría este 
proyecto de ley. Entonces, no se trata de discutir su vigen- 
cia sino de debatir las modificaciones con el objetivo de 
mejorar la Ley N* 18.567. Como señalé recién, esas mejoras 
comenzaron a ser introducidas en este Senado y en su 
momento contaron con mayorías muy amplias, en tanto una 
gran parte de nosotros coincidíamos en que mejoraba el 
proyecto original. 


Los cambios introducidos por la Cámara de Represen- 
tantes no afectan en nada el contenido del proyecto. El 
primero de ellos se refiere a una modificación del artículo 1? 
que establece que resulta “aplicable a los integrantes del 
gobierno local las incompatibilidades e inhibiciones esta- 
blecidas en los artículos 289 a 294 del Capítulo VIII de la 
Sección XVI de la Constitución de la República”. Natural- 
mente, compartimos esta norma y parece correcto que la 
Cámara de Representantes la haya incluido. 


La otra modificación corresponde al artículo 4” y simple- 
mente se trata de un cambio de fecha en el plazo que tienen 
los Intendentes para presentar a las respectivas Juntas 
Departamentales -y estas aprobarlas- las listas de Munici- 
pios que en cada departamento se van a habilitar de acuerdo 
con la norma. Los tiempos que hemos insumido en este 
Parlamento para tratar estas modificaciones hacen que esos 
plazos deban ser cambiados: originalmente se había fijado 
el 31 de enero y ahora, en la Cámara de Representantes, se 
pone el 15 de febrero, lo que parece más que lógico, dada la 
fecha en que estamos. 


A su vez, en el segundo inciso del artículo 25 que se 
modifica por el artículo 4”, en el caso del proyecto aprobado 
por el Senado se establecía: “En caso de incumplimiento 
total o parcial, vencidos dichos plazos el Poder Ejecutivo 
elaborará la nómina correspondiente teniendo en cuenta los 
datos de población que suministrará el Instituto Nacional 
de Estadística y la remitirá a la Asamblea General para su 
aprobación. Pasados sesenta días, la misma se tendrá por 
aprobada”. La Cámara de Representantes ha reducido esos 
sesenta días a treinta, pero como se comprenderá, tampoco 
altera sustancialmente el proyecto. 


Finalmente, en el artículo 6” aprobado por el Senado 
habíamos establecido: “La Corte Electoral reglamentará la 
presente ley”, pero en la Cámara de Representantes agrega- 
ron: “en todo lo atinente a los actos y procedimientos 
electorales referentes a las elecciones de los Municipios”, 
lo que es absolutamente compartible. 
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Por estas razones propongo que, en la medida en que lo 
que tiene que hacer el Senado es aceptar o rechazar las 
modificaciones, se haga lo primero, es decir, aceptarlas de 
manera que el proyecto se convierta en ley y pueda ser 
aplicada con estas mejoras que, por lo menos en forma 
mayoritaria, hemos coincidido en que debían ser realizadas. 


SEÑOR GALLINAL .- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GALLINAL .- Señor Presidente: el Cuerpo cono- 
ce nuestra posición, ya que la hemos puesto de manifiesto 
cuando se aprobó la ley original, N* 18.567, que hoy vaa ser 
modificada, y la reiteramos cuando se aprobaron las modi- 
ficaciones que hoy vuelven con una nueva redacción desde 
la Cámara de Representantes. En consecuencia, no conside- 
ramos necesario volver sobre esos argumentos dado que 
nos hemos extendido sustancialmente y ya tendremos opor- 
tunidad de profundizar en esta materia en dos instancias 
que tendremos por delante. En primer lugar, lo podremos 
hacer cuando hagamos una valoración de la elección, ya 
que faltan pocas semanas para su celebración. Creemos que 
vamos a tener una elección complicada en la que no se le han 
facilitado las cosas a la Corte Electoral; es más, ni siquiera 
se la ha consultado. Tampoco se ha escuchado a algunos de 
sus integrantes que le han aportado su opinión a los Parti- 
dos a los que representan o en función de los cuales son 
delegados. Entonces, vamos a vivir circunstancias compli- 
cadas el próximo 9 de mayo, cuando se celebren las eleccio- 
nes departamentales y ahora también municipales, ya que 
descontamos que en el día de hoy se va a aprobar la ley. 


También volveremos a hablar de este tema cuando pro- 
movamos -como prevemos que vamos a hacer-, desde filas 
del Partido Nacional, una demanda de inconstitucionalidad 
contra la ley original y contra esta por las razones que ya 
expusimos, de forma y de fondo. La demandaremos por 
cuestiones de forma, porque la ley en varios de sus artículos 
importantes y electorales, al igual que esta modificación, no 
ha reunido los dos tercios de votos que exige la Constitu- 
ción de la República. Ese es un tema de enorme importancia; 
no es un tema menor o baladí en el que se esté buscando con 
lupa una norma constitucional que, de alguna manera, se 
contradiga con lo que surge del texto de la ley para poder 
esgrimir la inconstitucionalidad. Nosotros pertenecemos a 
una colectividad política que se honra de haber defendido 
las garantías del sufragio, la igualdad de posibilidades de 
quienes compiten en una elección, y el respeto a las mino- 
rías en todas las instancias que tuvieron lugar en los 170 y 
tantos años de vida. Y más aún; tenemos la mejor opinión 
de la consagración legislativa de las leyes que en su momen- 
to introdujeron como garantía para todas las instancias 
electorales que pudiera vivir el país a partir del primer cuarto 
del siglo pasado. Por ejemplo, existe una norma que estable- 
ce que toda ley vinculada a las instancias electorales nece- 
sita de una mayoría especial de dos tercios de miembros de 
cada una de las Cámaras para su aprobación. Buena parte 
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del fundamento de las revoluciones de 1897 y de 1904 se 
basa en estos reclamos. La Asamblea Constituyente de 1916 
primero, y la legislación electoral de la década de 1920 
luego, terminan por consagrar un sistema que hoy es orgu- 
llo de nuestra patria, porque con muy pocas interrupciones 
fue respetado y hasta sirvió de ejemplo en la región y en el 
mundo de un sistema electoral garantista, de un sistema 
electoral que nos da tranquilidad en todas sus manifesta- 
ciones. Digo esto porque la instancia electoral no se agota 
en el momento del voto; comienza en la campaña y termina 
cuando se cuenta el último de los votos y se proclama un 
resultado que merece el respeto de toda la ciudadanía 
-ganadores y perdedores, vencedores y vencidos-, porque 
sabe que allí está la verdad de la expresión de su voluntad. 


Cuando se atropella una norma de estas características 
-como se ha hecho en este caso-, no puedo dejar de recalcar 
algo que dije en la última sesión en la que discutimos sobre 
este tema, porque el señor Presidente, en alguna medida, 
reaccionó defendiendo la honradez con la que se proclama- 
ron los resultados. Creo que está fuera de discusión su 
intencionalidad y su buena fe, pero también creo que vio- 
laron la Constitución de la República. Habrá sido en el error, 
pero se violó, por ejemplo, cuando se aprobó una norma que 
establece los requisitos para ser candidato, dónde hay que 
estar domiciliado y qué condiciones se requieren para po- 
der ser alcalde, y la Mesa proclamó un resultado afirmativo 
sin haberse alcanzado los dos tercios de votos, aduciendo 
que esa no era una norma de carácter electoral. Ahora, me 
pregunto: si esa no es una norma de carácter electoral, 
¿cuáles lo son, a la luz de lo que establece la Constitución 
de la República? 


Pero este tema no se agota solamente en la forma, sino 
que también en el fondo hay normas constitucionales que 
están siendo violadas. Por ejemplo, la delegación de atribu- 
ciones que se hace es absolutamente inaceptable y vulnera 
nuestro sistema electoral. Lo que estamos haciendo en esta 
materia es como si mañana aprobáramos una ley mediante la 
cual le otorgamos a cada municipio la responsabilidad de 
definir qué tasa de IVA va a regir dentro de los límites de su 
autoridad. El Poder Legislativo tiene competencias que no 
puede delegar en nadie, y mucho menos en una Junta 
Departamental, como ha sido el caso. Esto también es 
insubsanable y va a formar parte de los fundamentos en 
función de los cuales -luego de finalizadas las consultas de 
carácter técnico con los especialistas- decidiremos si pro- 
movemos esta ley, como creo que lo debe hacer el Partido 
Nacional -si tiene la legitimación activa correspondiente; 
eso también nos lo dirán los especialistas-, porque le vaa 
hacer bien al país y porque la mayoría que hoy existe en el 
Parlamento tiene que recibir un “frenate” o un “parate” de 
estas características. No se puede abusar del poder en esta 
forma. 


Hay otros argumentos que sin ser constitucionales qui- 
zás sean más fuertes que estos, uno de los cuales es la fecha 
en que estamos discutiendo este tema: 4 de febrero. Hoy 
están queriendo establecer las reglas de juego que aparen- 
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temente los favorecen, porque eso es lo que creen y porque 
además, supuestamente, ha sido el pronunciamiento de la 
Mesa Política del Frente Amplio para una elección que se va 
a celebrar el día 9 de mayo. Sin embargo, era de toda lógica, 
razonabilidad, sensatez y prudencia buscar un acuerdo, tal 
como propuso el Directorio del Partido Nacional en varias 
instancias -y nosotros aquí en otras tantas-, que postergara 
la aplicación de esta ley hasta el año 2015, a fin de que 
mientras tanto no solamente se pudieran aprobar normas de 
verdadera descentralización y no esto que para mí es una ley 
de burocratización -porque lo único que hace es crear 
cargos-, sino que también se escuchara a una autoridad en 
esta materia, como es la Corte Electoral, que tiene la respon- 
sabilidad de controlar el acto electoral y que hoy no sabe - 
tendrá que interpretar- cómo se van a validar los votos. 
Fíjense, señores Senadores, qué tema tan importante. Pon- 
gamos el caso de un ciudadano de Montevideo que vota 
con su credencial cívica correspondiente al barrio Cordón 
y que introduce en el sobre una hoja de votación para 
intendente municipal y una hoja de votación para alcalde, 
siendo este último del mismo partido, del mismo lema, pero 
de una circunscripción diferente a aquella en la que le toca 
votar, por ejemplo, de Carrasco Norte, por mencionar una 
zona alejada. Ese voto ¿es anulado? Parecería que sí, pero 
aquí no lo sabe nadie, ni el señor Presidente, ni la Bancada 
del Frente Amplio, ni la del Partido Colorado ni la nuestra; 
lo tendrá que resolver la Corte Electoral en los próximos 
treinta días, porque más plazo no se podrá tomar. 


La Corte Electoral, por disposición legal, tiene la respon- 
sabilidad de trasladar a las mesas de votación treinta hojas 
de cada lista que se presenta a la elección, teniendo una 
capacidad de traslado de aproximadamente mil quinientas 
hojas. Además, en la última elección llevó un carpetón 
enorme a cada una de ellas. A propósito de esto, hoy nos 
decían algunos Ministros de la Corte Electoral que con 
estas disposiciones -que van a regir para los candidatos a 
alcalde y para los candidatos a los municipios- van a tener que 
llevar por lo menos tres carpetas a cada mesa de votación. Ellos 
no saben con qué infraestructura van a contar para poder hacer 
un traslado de esta naturaleza. Estoy poniendo como ejemplo 
un problema de carácter interpretativo de la ley de enorme 
seriedad e importancia, ya que ni nosotros tenemos claro 
este asunto. Entonces, imagínense que un ciudadano co- 
mún, que no tiene el conocimiento que tenemos nosotros 
sobre este tema por estar en el Parlamento, no podrá saber 
si su voto va a ser validado aun cuando introduzca en el 
sobre hojas de votación del mismo lema. Y digo esto porque 
si, por ejemplo, introduce en un sobre una hoja de votación 
para un alcalde de una zona en la que no le corresponde 
votar, en definitiva podrá ser considerado como un objeto 
extraño y el voto será anulado. 


Pero todo esto no importó, todo esto lo pasaron por 
arriba con la topadora de las mayorías que no tienen e 
interpretaron al antojo el artículo constitucional que esta- 
blece muy claramente la garantía de los dos tercios de 
votos, para una elección, además, que se va a realizar dentro 
de algunas semanas. Creemos que no estamos en condicio- 
nes de celebrar elecciones de esta naturaleza. 
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Por otra parte, existen consecuencias a las que ya hemos 
hecho referencia con respecto a la atomización del poder y 
a lo que ello puede significar. Vamos a entendernos, señor 
Presidente -y lo digo en nombre de toda la colectividad a la 
que pertenezco-: nosotros no le cedemos la derecha a nadie 
en la profundización y en la descentralización, y estamos 
dispuestos a negociar con todos nuevas normas en esta 
materia, porque esto no es descentralización. Esto tiene 
algunos visos de descentralización, pero no tiene el conte- 
nido sustantivo que debería tener, porque cuando a una 
autoridad se le otorga competencia también hay que darle 
los recursos correspondientes para que pueda cumplir con 
sus cometidos. Eso no existe en la ley, ni en la original ni en 
esta que ahora se propone. A eso tenemos que sumar los 
perjuicios que ocasiona trabajar contrarreloj. No termina- 
mos de entender por qué se procede de esta manera. Con 
mucho respeto digo -porque además está en Sala el Presi- 
dente electo- que esto no nos parece una buena señal de la 
fuerza política que hoy tiene mayoría en el país y que va a 
continuar en el ejercicio del Gobierno nacional en los próxi- 
mos cinco años. Nosotros estamos dispuestos a pasar a 
cuarto intermedio, señor Presidente, y sentarnos a conver- 
sar, negociar y buscar una solución de fondo para evitar al 
país una frustración, un problema de las características que 
va a tener, tanto en la elección como después de ella. 
Además, reclamamos que se contemple ese derecho y esa 
opinión y que no se proceda de esta forma. Inclusive, 
importantes dirigentes del Frente Amplio han expresado la 
mejor disposición para postergar la celebración de las elec- 
ciones municipales. ¿Qué es lo que está frenando la posibi- 
lidad de un acuerdo? No somos nosotros los responsables; 
al contrario, el lunes pasado la mayoría del Directorio del 
Partido Nacional aprobó una resolución que invita a nego- 
ciar, abre las puertas para dialogar -aclaro que no voté esa 
resolución porque advertía que iba a pasar esto y porque me 
quedó marcado el contrapunto que tuve con el Presidente 
del Senado en la última sesión, cuando veía que se desco- 
nocía manifiestamente la aplicación de los dos tercios-, 
pero no recibimos ninguna respuesta. Por el contrario, la 
respuesta que recibimos fue que ayer aprobaron al galope 
el proyecto de ley y alas 21 y 30 horas estaba recibiendo la 
llamada de un funcionario de esta Sala, diciéndome: “Señor 
Senador Gallinal, lo convocamos para mañana a las 19 horas 
auna sesión extraordinaria del Senado”. No me sorprendió; 
lo esperaba. Toda la prensa hoy de mañana decía que el 
próximo martes se reuniría el Senado. ¡Qué ilusos los perio- 
distas! En menos de veinticuatro horas se había convocado 
a una sesión porque, ahora sí, hay que apurarse. Es tal el 
atropello que hay que pasar esto lo más rápido posible, 
escondiéndose. Esto es verdaderamente preocupante; me 
parece una señal de una enorme gravedad hacia el futuro. 
Ese no es el país que queremos y mucho menos desde el 
punto de vista electoral, porque no es el país que tuvimos. 
Esta Corte Electoral tan cuestionada en su integración fue, 
sinembargo, la que proclamó Presidente al doctor Vázquez, 
la mayoría parlamentaria del Frente Amplio, Presidente al 
señor Mujica y la integración del próximo Cuerpo. Inclusi- 
ve, esta Corte Electoral se ha visto obligada a realizar un 
comunicado público a la población -es algo que no había 
sucedido durante todos estos años-, y supongo que estará 
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en conocimiento de los señores Senadores, en el que se 
hace referencia a estas cosas. En primer lugar, ese organis- 
mo expresa que es de principio que las reglas de juego de 
una elección deben ser establecidas por el constituyente o 
el Legislador ejerciendo una competencia indelegable, con 
la antelación suficiente para que el Cuerpo electoral las 
conozca, tenga claro qué tiene derecho a votar y qué está 
votando cuando ejerce su derecho al sufragio, y para que 
el organismo electoral pueda, en tiempo, hacer uso de su 
potestad reglamentaria. En segundo término, la Corte Elec- 
toral expresa -no voy a leer los otros puntos, aunque son tan 
importantes como el primero- que el tiempo que media entre 
el día de la fecha y la proyectada celebración de estas 
elecciones municipales es insuficiente para que la corpora- 
ción pueda reglamentarlas en tiempo y forma, dando cum- 
plimiento íntegro a las disposiciones constitucionales de 
carácter electoral y a las normas legales sobre la materia. 
Esto es lo que opina la Corte Electoral y me consta que esta 
es la opinión de todos los Ministros que la integran. Enton- 
ces, no comprendemos por qué no existe un mínimo de 
disposición para abrir una instancia de diálogo, de reflexión 
y de estudio, además, para no llevar una carga tan pesada 
como la que va a tener el Frente Amplio en los próximos 
años. Este tema será responsabilidad del Frente Amplio y 
las dificultades que vamos a tener también serán de su 
responsabilidad. Lo hemos advertido, hemos convocado a 
la negociación, pero siempre estamos trabajando 
contrarreloj. La ley es de setiembre de 2009, por lo que no 
tiene tres años de aprobada, sino que data de un mes y 
medio antes de que se celebraran las elecciones nacionales. 


Estas son las consideraciones que deseábamos hacer. 
Como lo dijeron nuestros compañeros -e incluso el propio 
Senador Heber incorporó una norma que ahora vuelve de la 
Cámara de Representantes-, el proyecto de ley que estamos 
estudiando mejora el disparate que significaba la ley, aun- 
que no salva las inconstitucionalidades. En consecuencia, 
nuestros compañeros van a votar esta iniciativa para tener 
una elección menos mala que la que íbamos a tener. Me 
parece que eso es correcto aunque, repito, yo no la voy a 
votar por los distintos argumentos que he dado. Ahora 
estoy concentrado en esa demanda de inconstitucionalidad. 
Creo que se me terminó el tiempo, señor Presidente, y 
necesito una prórroga. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No hay prórroga, señor Senador. 


SEÑOR GALLINAL.- Pero tengo la tolerancia del señor 
Presidente por algún minuto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ya van dos minutos, señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GALLINAL.- El señor Presidente es mucho más 
tolerante que eso. Me consta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Desearía tener la misma recipro- 
cidad en algunas ocasiones. 
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SEÑOR GALLINAL .- Siempre la va a tener de mi parte. 


No sé si existe algún mecanismo que permita suspender 
la elección; esto no se agota en una demanda de 
inconstitucionalidad. Quizás podría ser una acción de am- 
paro, pero politizar la Justicia o judicializar la política es un 
camino que algunos están recorriendo y no parece ser el 
más acertado. Entonces, señor Presidente, vamos a actuar 
como consideremos mejor para los intereses del país. 


Muchas gracias. 
SEÑOR HEBER.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR HEBER.- Señor Presidente: complementariamente 
a la intervención que ha hecho el señor Senador Gallinal, 
quien claramente fundamentó y reiteró nuestros 
cuestionamientos a la constitucionalidad de este proyecto 
de ley, queremos hacer algunas consideraciones de orden 
político. 


En primer lugar, deseamos hacer algunas aclaraciones 
en cuanto a la votación que realizarán los Senadores del 
Partido Nacional en el día de hoy. Como anunciaba el señor 
Senador Gallinal, muchos de nosotros vamos a acompañar 
esta iniciativa para llegar a los dos tercios necesarios, a fin 
de que este proyecto de ley mejore lo que para nosotros es 
pésimo, es decir, la legislación vigente. Hago esta aclara- 
ción, señor Presidente, porque se ha discutido mucho pú- 
blicamente y hay comunicadores que no están debidamente 
informados de lo que sucedió, ni de la votación. Nosotros 
no acompañamos integramente el proyecto original cuando 
lo consideró el Senado; sí votamos afirmativamente algu- 
nos artículos porque mejoraban lo que estaba vigente. 
Ahora que el proyecto viene de la Cámara de Diputados 
debe procederse a una sola votación para ver si se aceptan 
ono las modificaciones introducidas allí. No son modifica- 
ciones de entidad, porque no cambian sustancialmente el 
proyecto de ley. Quiere decir que los artículos que votamos 
para mejorar la ley vigente ahora vuelven de la Cámara de 
Diputados, lo que lleva a que muchos de nosotros -aunque 
no todos- vayamos a dar nuestro voto porque entendemos 
que es mejor que se derogue el artículo 23, que es el que da 
la posibilidad de que existan Juntas Locales en la forma de 
Municipios. Notoriamente el problema se achica, pero no 
deja de ser un problema. 


Quiero referirme ahora a las consideraciones políticas 
que hizo el señor Senador Gallinal. ¿Por qué? Porque por 
algo el constituyente ha establecido esta mayoría especial. 
Lo ha hecho para obligar al sistema político a negociar, para 
que el sistema político tenga que lograr una mayoría espe- 
cial para poder acordar un cambio tan sustancial e importan- 
te como es la creación de las Alcaldías. Hubiéramos prefe- 
rido que este proyecto referido a las Alcaldías hubiese 
venido acompañado de una efectiva descentralización y 
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que previera un porcentaje de los recursos originados en la 
localidad para que el Alcalde no solo tuviera su sueldo y su 
cargo, sino para que también pudiera manejar un presu- 
puesto mínimo. De ese modo, iríamos dando pasos en una 
dirección que para nosotros no está errada, sino mal formu- 
lada. 


Creemos en la efectiva descentralización, no estamos en 
contra de la organización referida a las Alcaldías; así lo 
establecemos en los artículos modificativos, que son des- 
centralizadores, y en la modificación de la Constitución 
planteada en la última reforma política, donde se establecía 
claramente la posibilidad de que hubiera Juntas Locales y, 
por ley, Alcaldías. Sin embargo, sinceramente creemos que 
el apego a la Constitución y a la mayoría especial, como dijo 
claramente el señor Senador Gallinal y como se desprende 
de vastos informes, no pueden ser delegados a los 
Intendentes -que ya sabemos cuentan con una mayoría-, a 
la voluntad de cada Intendente; eso no puede ser así. Esto 
se debe establecer por ley y creemos que el camino debió ser 
más largo. Me van a tener que perdonar los señores Sena- 
dores del oficialismo, pero no entendemos cuál era el apuro. 
Consideramos que nos tendríamos que haber dado el tiem- 
po necesario para instrumentar un buen sistema. Le damos 
vuelta al asunto y realmente no lo comprendemos. Es más, 
sabemos que hay Legisladores del Frente Amplio que no 
están de acuerdo con el proyecto de ley; sabemos que 
muchos Diputados del Frente Amplio estuvieron en contra 
de este proyecto de ley y que, por tanto, esta fuerza política 
tuvo que fijar posición en la Mesa Política para mandatar a 
los Diputados. Entonces, si no hay consenso dentro de esa 
fuerza política, pregunto: ¿cómo se va a lograr fuera de ella? 
Este estudio lo debemos hacer con tiempo y distante de las 
elecciones municipales, porque ahora cada uno está miran- 
do esto y, entonces, no tiene la objetividad necesaria para 
pensar en una efectiva descentralización. Estamos de acuer- 
do con establecer Alcaldías y algunos recursos mínimos 
como para poder funcionar; entonces, ¿por qué vamos a una 
confrontación política? ¿Por qué existe el apuro si hay 
continuidad de esta fuerza política en el Gobierno? Han 
ganado las últimas elecciones -quizás algunos señores 
Legisladores del Frente Amplio todavía no se han enterado 
de que ganaron-, por lo que tienen cinco años más. Por 
tanto, podemos discutir de mejor forma este tema y hasta se 
podrían lograr los dos tercios en todos los artículos. Es más, 
podríamos acompañar la creación de las Alcaldías en con- 
sulta y en coincidencia con los señores Intendentes de las 
distintas fuerzas políticas. Como dije, se podría consultar y 
discutir mejor este proyecto de ley, para que su tratamiento 
fuera más democrático, abarcando todas las opiniones. No 
estoy hablando solo del Partido Nacional, donde no hay 
solo una opinión sino varias, porque tenemos realidades 
distintas, como las tienen las distintas fuerzas políticas. 
Una cosa es hablar del interior, de poblaciones alejadas 
donde sele va a pedir al Intendente que mande una máquina 
o que corte un árbol. Lo que queremos es acercar el Gobier- 
no a la gente, para que no se tenga que formar una comisión 
de vecinos que logre recursos para poder viajar y tener una 
entrevista con los integrantes de la Junta Departamental o 
con el señor Intendente. En algunas ocasiones, este tipo de 
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situaciones se da para poder arreglar una alcantarilla o un 
camino, para poner balasto o realizar una obra de mayor 
envergadura, pues no creo que debamos minimizar las ta- 
reas. Como dijo nuestro poeta Elías Regules: “Son cosas 
chicas para el mundo, pero grandes para mí”. 


Señor Presidente: tenemos la voluntad política de des- 
centralizar y de poder discutir y acordar mejor este proyecto 
de ley, a fin de no violar la Constitución -para nosotros 
varios artículos necesitan de una mayoría especial-; enton- 
ces, no entendemos cuál es el apuro del Frente Amplio, ni 
la posición de su Mesa Política. Quizás estemos más cerca 
de los Diputados del Frente Amplio, a algunos de los cuales 
se les tuvo que torcer el brazo para que levantaran la mano 
a fin de lograr la mayoría especial que se precisa. No es 
bueno que un proyecto de ley de esta importancia y trascen- 
dencia se apruebe forzando la opinión de los integrantes del 
Partido de Gobierno y, a nuestro juicio, desconociendo las 
mayorías especiales que se precisan. 


Como blancos nos cuesta mucho no acompañar un pro- 
yecto que se denomina descentralizador, porque queremos 
participar en la descentralización y creemos en los gobier- 
nos locales, en la cercanía del Gobierno, así como en la 
elección; por tanto, debemos caminar en esa dirección pero, 
reiteramos, no entendemos cuál es el apuro. ¿Hay un 
reclamo de la gente en el sentido de que esto tenga que 
aprobarse ahora, para esta elección? 


Señor Presidente: realmente no encuentro ninguna ex- 
plicación, salvo una: que quieran hacer modificaciones para 
tener la posibilidad de generar un mayor nivel de adhesión 
en las próximas elecciones municipales. Esta es la única 
explicación que advierto, sobre todo cuando veo cómo se 
ha dividido a Montevideo en relación a las Alcaldías. No 
tiene pies ni cabeza dividir en franjas a Montevideo, lo cual 
ni siquiera respeta lo que ustedes señores Senadores, y la 
fuerza política Frente Amplio, han decidido para la capital, 
con cierta coherencia, con la creación de dieciocho Centros 
Comunales Zonales. Además, en nuestra ciudad existen las 
Juntas Locales, pero ahora se van a crear las Alcaldías, que 
van a chocar -siempre lo hemos criticado- en lo que tiene 
que ver con la jurisdicción y la “chacra” que cada uno tiene 
a la hora del manejo del poder en Montevideo. Esto va en 
contra del propio Gobierno municipal que hoy está en 
manos del Frente Amplio, pues habrá organizaciones cruza- 
das y no se sabrá dónde termina un área y dónde comienza 
otra; de pronto, hasta se podrían utilizar las regiones de los 
Centros Comunales y unirlas en ocho zonas. No obstante, 
se optó por dividir a Montevideo en franjas, de norte a sur, 
con un notorio criterio electoral, para que haya Alcaldes 
que tengan que atender realidades totalmente diversas, que 
muchas veces no sean representativos de la región en la que 
van a actuar. Esto solamente se explica en una fuerza 
política que lo único que quiere es obtener más poder del 
que ha tenido en la ciudad de Montevideo y que no quiere 
correr el riesgo de perder ningún área. Está mal que esa 
fuerza política lo haga con un criterio partidario, para tratar 
de permanecer en el poder, porque mañana las cosas pueden 
cambiar y si ello sucede, no hay que olvidar que lo que hoy 
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es bueno para mi puede llegar a ser malo en el caso de que 
no tenga el Gobierno. Ese es un grave error de carácter 
político que no tiene antecedentes en nuestra historia elec- 
toral. 


Señor Presidente: después de que las guerras civiles 
desaparecieron de nuestro suelo, solamente nos hemos 
entendido votando y teniendo garantías de sufragio. Pero 
hoy, lamentablemente, mediante este pequeño proyecto 
-para nosotros gran proyecto, porque va a tener grandes 
consecuencias- se está lesionando lo que ha sido la tradi- 
ción de entendimientos que tiene que existir entre los par- 
tidos cuando se establecen nuevas instituciones en nues- 
tro país. 


Por todo esto, señor Presidente, vamos a acompañar 
esta iniciativa que amerita una sola votación. No obstante, 
queremos dejar muy claro todos los cuestionamientos de 
carácter político, pues sabemos que muchos de los inte- 
grantes, no solamente de la Cámara de Representantes sino 
también del Senado, votaron y van a votar por disciplina 
partidaria más que por convicción acerca de que es necesa- 
rio que este proyecto esté vigente ahora, antes del 15 de 
febrero, fecha en que comienza el próximo Período Legisla- 
tivo. 


Es cuanto queríamos decir y fundamentar sobre este 
proyecto de ley. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Señor Presidente: la Bancada 
del Partido Colorado va a votar en contra de las modifica- 
ciones propuestas, precisamente, porque la ciudadanía no 
está entendiendo ni va a entender un mecanismo electoral 
que se le propone a solo tres meses de la elección. No es 
posible que se produzca un cambio de esta naturaleza tan 
cerca de un acto electoral; esto lo ha dicho la Corte Electo- 
ral, la ciudadanía y los medios de prensa, y también lo 
piensa cualquier persona que sensatamente mira lo que son 
las elecciones. La Corte Electoral ha emitido un comunicado 
-que es claro-, justamente, porque no fue consultada. La 
Corte Electoral no es, como suele decirse, un organismo de 
contralor, sino que su función es organizar la elección; es 
la administradora del poder electoral, pues organiza la elec- 
ción y también actúa en el ámbito jurisdiccional. Ese tribu- 
nal nos dice que no tiene las capacidades para reglamentar 
en forma adecuada, aplicar, administrar y organizar eficaz- 
mente la ley. Estamos en un país que a lo largo del Siglo XX 
trabajosamente ha ganado una gran tradición en materia 
electoral y este proyecto que estamos considerando no es 
algo que lo vaya a honrar; desgraciadamente, este es un 


paso atrás pues nos introducimos en un camino equivoca- 
do. 


Aparte de esto, que es un razonamiento simplemente de 
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lógica electoral y de mera apreciación ciudadana, estamos 
ante una ¡iniciativa que reconoce vicios de 
inconstitucionalidad. La norma aquí no determina las cir- 
cunscripciones y no olvidemos que esta es una competen- 
cia exclusiva de la ley; no establece caso a caso -como ha 
sido históricamente la forma en que se aplicó la Constitu- 
ción- el carácter electivo de un cargo. Se están creando 
cargos electivos sin que exista una norma que lo determine, 
y esto se hace por un procedimiento de decisión adminis- 
trativa. Como consecuencia de ello, tampoco la ley deter- 
mina quiénes van a votar, porque las circunscripciones son 
variables y dependen de decisiones administrativas. Se 
trata de competencias y facultades que el Poder Legislativo 
no puede delegar. Esto nos parece muy claro y, por tanto, 
va a generar un debate constitucional que desde mi punto 
de vista va a ser adverso a la vigencia de la ley. 


A su vez, se añade el vicio formal de los dos tercios de 
votos, tal como han señalado en este ámbito con mucha 
claridad los señores Senadores Gallinal y Heber, cuyas 
razones realmente no comparto. Por las razones que el señor 
Senador Heber expuso, ratificando la posición del señor 
Senador Gallinal, no creo que se subsane nada, sino que se 
sigue agravando la inconstitucionalidad y la ilegalidad, y 
continuamos introduciéndonos en un formidable factor de 
confusión. La elección es en el mes de mayo, estamos muy 
cerca de ella y la propia Corte Electoral nos está diciendo 
que no tiene capacidades para llevar a cabo la reglamenta- 
ción. El padrón electoral está cerrado y se va a llegar hasta 
situaciones tan absurdas como el hecho de que alguien que 
puede ser Alcalde de un barrio en el que actualmente vive 
no pueda ser elector en él por tener su credencial en otra 
zona de Montevideo. Este es un caso que se puede dar en 
la capital. 


Quiere decir que todo esto es un cúmulo de incongruen- 
cias producto de un trámite mal llevado, de un trámite que 
desgraciadamente se ha, no diría politizado, sino 
electoralizado o personalizado, de un tema que se ha 
debatido sin las verdaderas consideraciones que merece. 
No es posible cambiar la legislación electoral de este modo, 
sin un estudio más adecuado, sin la opinión de la Corte 
Electoral, sin un análisis constitucional más serio y sólido 
y sin advertir las meras consecuencias prácticas de esto que 
nos introduce en una elección que va a ser confusa e 
irregular, que realmente no va a prestigiar el mecanismo de 
la descentralización. 


Por otra parte, no vemos que la iniciativa proponga un 
mecanismo real de descentralización. Creemos que en lugar 
de tecnificar la Administración, la va a burocratizar y 
politizar. Honestamente, no me parece que este sea un buen 
principio y considero que vamos en la dirección contraria a 
la idea de Estado que queremos: un Estado más eficiente, 
menos burocrático y más tecnificado. Todas estas son 
razones muy fuertes que darían lugar a largos desarrollos 
que no es del caso hacer. Por lo que vemos, los votos están 
para aprobar estas modificaciones, pero realmente lo lamen- 
tamos porque rotundamente estamos en contra de este 
andamiaje, del modo de encarar la descentralización, de las 
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inconstitucionalidades de fondo y de forma que tiene este 
proyecto de ley y de que tengamos que votar apresurada- 
mente -prácticamente sin estudio y convocados a últimas 
horas de la noche de ayer- un proyecto de ley que modifica 
nada menos que una ley electoral. No por casualidad la 
Constitución de la República exige dos tercios de votos; lo 
hace porque considera que constituye la garantía funda- 
mental del andamiaje institucional. Las reglas de juego no 
se pueden cambiar de este modo. 


Nada más, señor Presidente. 


8) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRACION 
DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de una solicitud de 
licencia. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Mujica solicita licencia por el día 
de la fecha”. 


-Léase. 

(Selee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 
“Montevideo, 4 de febrero de 2010. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Rodolfo Nin Novoa 


Por la presente solicito a usted se me conceda licencia 
por motivos personales por el día de hoy y se convoque a 
mi suplente respectivo. 


Sin otro particular saludo a usted atentamente, 


José Mujica. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-24 en 26. Afirmativa. 


Se comunica al Cuerpo que la señora Lucía Topolansky 
ha presentado nota de desistimiento informando que no 
acepta la convocatoria para integrar el Cuerpo, por lo que, 
oportunamente, se convocará al señor Héctor Tajam, quien 
ya ha prestado el juramento de estilo. 
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9) DESCENTRALIZACION EN MATERIA DEPARTA- 
MENTAL Y LOCAL Y PARTICIPACION CIUDA- 
DANA 


SEÑOR GALLINAL.- Pido la palabra para una aclara- 
ción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GALLINAL.- Señor Presidente: voy a votar en 
forma negativa el proyecto de ley, pero me pareció que el 
señor Senador Sanguinetti entendió que señalé que esta 
normativa subsanaba la anterior. En realidad, considero 
que agrava las inconstitucionalidades y lo que manifesté 
fue que con estos cambios que se introducen a través del 
proyecto, la elección resulta menos mala que con la ley 
anterior. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sino se hace uso de la palabra, 
se va a votar el proyecto de ley. 


(Se vota:) 
-22 en 29. Afirmativa. 
SEÑOR AGAZZI.- Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR AGAZZI.- Señor Presidente: quiero agradecer a 
los señores Senadores de la oposición que hayan concurri- 
do en el mes de febrero -hecho que no es común- a discutir 
este tema de fundamental importancia, pero que hace a la 
construcción legislativa. 


Voté afirmativamente porque este es el resultado de un 
proceso muy largo que comenzó en el año 2007. El señor 
Presidente Tabaré Vázquez dijo en aquel momento que solo 
iba a tener una iniciativa en este sentido si los demás 
partidos políticos lo apoyaban. Fue así que todos los par- 
tidos políticos estuvimos de acuerdo en comenzar el camino 
de la descentralización a partir de un proyecto de ley que 
venía al Parlamento. Insisto, esto no comenzó ahora. Apoyo 
esta iniciativa por las características que tuvo el proceso 
donde todos pudimos opinar y mejorar las cosas. La Cons- 
titución establece claramente en qué casos se necesitan 
mayorías especiales y en cuáles no. Quiero que se vote 
afirmativamente porque pienso que dialogar en forma infi- 
nita es una manera de no cambiar. En mi experiencia he 
constatado que donde funcionan Juntas elegidas por la 
gente se da una relación muy diferente a las Juntas donde 
existe un Secretario nombrado por el Intendente que nadie 
sabe qué importancia tiene. 
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Quiero decir que tuvimos tiempo, que esto es muy posi- 
tivo y que considero muy peligroso que la Corte Electoral 
haya emitido un comunicado en el día de ayer sumándose al 
debate legislativo como si tuviera algo que ver con lo que 
nosotros decidimos. Quizás los señores integrantes de la 
Corte Electoral podrían trasmitir su opinión a través de sus 
partidos políticos y de sus representantes en el Parlamento. 
Tal vez no tengan confianza en sus partidos, pero ellos 
saben muy bien cómo se organiza la vida política en el país 
y me parece que no corresponde que salgan a hacer decla- 
raciones a la opinión pública; esta es una actitud que 
rechazo. 


Me alegra que hayamos obtenido en el día de hoy el 
resultado que se necesitaba y es por ese motivo que sumé 
mi voto afirmativo a las modificaciones planteadas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queda sancionado el proyecto 
de ley, que se comunicará al Poder Ejecutivo para su 
promulgación. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancionado 
por ser igual al considerado) 


10) CARTA ORGANICA DEL BANCO CENTRAL DEL 
URUGUAY 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado pasa a considerar el 
asunto que figura en segundo término del Orden del Día: 
“Proyecto de ley por el que se modifica el artículo 37 de la 
Ley N* 16.696, de 30 de marzo de 1995, en la redacción dada 
porel artículo 9” de la Ley N” 18.401, de 24 de octubre de 
2008, sobre entidades supervisadas por la Superintendencia 
de Servicios Financieros del Banco Central del Uruguay. 
(Carp. N* 1710/10 - Rep. N* 1218/10)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 1710/10 
Rep. N* 1218/10 
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La Cámara de Representantes de la República Oriental 
del Uruguay, en sesión de hoy, ha sancionado el siguiente 


PROYECTO DELEY 


Artículo 1?.- Modifícase el literal B) del inciso segundo 
del artículo 37 de la Ley N* 16.696, de 30 de marzo de 1995, 
en la redacción dada por el artículo 9? de la Ley N* 18.401, 
de 24 de octubre de 2008, por el siguiente: 


“B) Entidades que presten servicios financieros de cam- 
bio, transferencias domésticas y al exterior, servicios 
de pago y cobranzas, servicios de cofres, créditos y 
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otras de similar naturaleza, exceptuando a las reser- 
vadas a las instituciones de intermediación financie- 
ra. Estas entidades solo podrán financiarse con re- 
cursos propios o con créditos conferidos por: 


a) Personas físicas que sean directores o accionis- 
tas de las mismas, según la definición que al 
efecto establezca la Superintendencia de Servi- 
cios Financieros. 


b) Instituciones de intermediación financiera nacio- 
nales o extranjeras. 


c) Organismos internacionales de crédito o de fo- 
mento del desarrollo. 


d) Fondos previsionales del exterior o fondos de 
inversión sujetos a una autoridad reguladora, en 
los cuales el o los créditos conferidos a cada 
entidad a la que refiere este literal no representen 
más de un porcentaje de las inversiones del fondo 
a ser determinado por la reglamentación de la 
Superintendencia de Servicios Financieros. 


e) Toda otra persona jurídica de giro financiero, 
fideicomiso financiero o patrimonio de afectación 
de análoga naturaleza, que -reuniendo los requi- 
sitos establecidos en el literal d) precedente- sea 
autorizado por la Superintendencia de Servicios 
Financieros a tal efecto, la que tendrá un plazo de 
sesenta días para expedirse al respecto. En caso 
que transcurra el plazo sin que se emita la autori- 
zación expresa, se considerará fictamente autori- 
zada la operación. El plazo precedente se suspen- 
derá si la Superintendencia de Servicios Financie- 
ros requiriera ¡nformación adicional, 
reanudándose su cómputo cuando se hubiera 
presentado la misma. 


Las entidades comprendidas en este literal que desarro- 
llen actividad de crédito están habilitadas a actuar co- 
mo contraparte en las operaciones definidas por el literal F) 
del artículo 123 de la Ley N* 16.713, de 3 de setiembre de 
1995”. 


Artículo 2*.- Modifícase el numeral 1) del inciso cuarto 
del artículo 37 de la Ley N* 16.696, de 30 de marzo de 1995, 
en la redacción dada por el artículo 9? de la Ley N* 18.401, 
de 24 de octubre de 2008, por el siguiente: 


“I) Realicen colocaciones e inversiones financieras con 
recursos propios o con créditos conferidos por los 
siguientes terceros: 


a) Personas físicas que sean directores o accionis- 
tas de las mismas, según la definición que al 
efecto establezca la Superintendencia de Servi- 
cios Financieros. 
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b) Instituciones de intermediación financiera nacio- 
nales o extranjeras. 


c) Organismos internacionales de créditos o de fo- 
mento del desarrollo. 


d) Fondos previsionales del exterior o fondos de 
inversión sujetos a una autoridad reguladora, en 
los cuales el o los créditos conferidos a cada 
entidad a la que refiere este literal, no representen 
más de un porcentaje de las inversiones del fondo 
a ser determinado por la reglamentación de la 
Superintendencia de Servicios Financieros. 


e) Toda otra persona jurídica de giro financiero, 
fideicomiso financiero o patrimonio de afectación 
de análoga naturaleza, que -reuniendo los requi- 
sitos establecidos en el literal d) precedente- sea 
autorizado por la Superintendencia de Servicios 
Financieros a tal efecto, la que tendrá un plazo de 
sesenta días para expedirse al respecto. En caso 
que transcurra el plazo sin que se emita la autori- 
zación expresa, se considerará fictamente autori- 
zada la operación. El plazo precedente se suspen- 
derá si la Superintendencia de Servicios Financie- 
ros requiriera información adicional, reanudán- 
dose su cómputo cuando se hubiera presentado 
la misma. 


Las entidades comprendidas en este numeral están ha- 
bilitadas a actuar como contraparte en las operaciones 
definidas por el literal F) del artículo 123 de la Ley N* 16.713, 
de 3 de setiembre de 1995”, 


Artículo 3%.- Agregánse al artículo 37 de la Ley 
N? 16.696, de 30 de marzo de 1995, en la redacción dada por 
el artículo 9? de la Ley N* 18.401, de 24 de octubre de 2008, 
los siguientes incisos: 


“Las disposiciones del presente artículo se establecen 
sin perjuicio de lo dispuesto para las cooperativas de 
ahorro y crédito de capitalización, en el numeral 3) del 
artículo 165 de la Ley N* 18.407, de 24 de octubre de 2008. 
Las ampliaciones a las fuentes de financiamiento que la 
Auditoría Interna de la Nación pudiese disponer al am- 
paro de dicha norma, requerirán opinión previa y favo- 
rable del Banco Central del Uruguay. 


La Superintendencia de Servicios Financieros deter- 
minará la inclusión en el régimen de regulación y control 
previsto en el numeral 1) del inciso cuarto del presente 
artículo, de las cooperativas de consumo, asociaciones 
civiles y otras personas jurídicas con giro no financiero, 
que emitan en forma habitual y profesional órdenes de 
compra, cuando la importancia relativa de tal actividad 
dentro del conjunto de actividades que conforman el 
giro de la empresa o institución de que se trate así lo 
justifique, ajuicio de dicha Superintendencia. 
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Declárase que lo dispuesto en el inciso anterior res- 
pecto de las cooperativas de consumo definidas en la 
Ley N* 18.407, de 24 de octubre de 2008, no modifica su 
régimen actual de aportación a los organismos de segu- 
ridad social que correspondan”. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 19 de enero de 2010. 


Roque Arregui 
Presidente 
José Pedro Montero 
Secretario. 
DISPOSICION CITADA 
LEY N* 16.696, 
DE 30 DE MARZO DE 1995 


ARTICULO 37. (Entidades supervisadas).- El Banco 
ejercerá la regulación y fiscalización de las entidades que 
integran el sistema financiero, cualquiera sea su naturaleza 
jurídica y dispongan o no de personería jurídica, a través de 
la Superintendencia de Servicios Financieros. 


A estos efectos se definen como entidades integrantes 
del sistema financiero las siguientes: 


A) Las instituciones que integran el sistema de interme- 
diación financiera. 


B) Entidades que presten servicios financieros de cam- 
bio, transferencias domésticas y al exterior, servicios 
de pago y cobranzas, servicios de cofres, créditos y 
otras de similar naturaleza, exceptuando a las reser- 
vadas alas instituciones de intermediación financie- 
ra. Estas entidades solo podrán financiarse con re- 
cursos propios o a través de instituciones de 
intermediación financiera. 


C) Las casas de cambio, que podrán realizar actividades 
de cambio y conexas, transferencias domésticas, 
venta de cheques de viajero y servicios de cobranzas 


y pagos. 


D) Las Administradoras de Fondos de Ahorro Previsio- 
nal y los fondos que administran. 


E) Las empresas de seguros y reaseguros y las mutuas 
de seguros. 


F) Las bolsas de valores, los intermediarios de valores 
y las entidades de custodia o de compensación y de 
liquidación de valores. 
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G) Las administradoras de Fondos de Inversión, los 
fiduciarios profesionales, los Fondos de Inversión y 
los fideicomisos financieros de oferta pública. 


La Superintendencia de Servicios Financieros también 
reglamentará y controlará a los emisores de oferta pública 
de acuerdo a lo establecido en la Ley N* 16.749, de 2 de mayo 
de 1996. 


La Superintendencia de Servicios Financieros también 
reglamentará y controlará la actividad de aquellas entida- 
des no incluidas en la enunciación precedente que: 


ID Realicen colocaciones e inversiones financieras con 
recursos propios o que reciban financiamiento a 
través de instituciones de intermediación financiera. 


ID Se limiten o aproximar o asesorar a las partes en 
negocios de carácter financiero sin asumir obliga- 
ción o riesgo alguno. 


II) Presten servicios de transferencias de fondos. 


IV) Personas físicas o jurídicas comprendidas en el ar- 
tículo 20 de la Ley N* 17.835, de 23 de setiembre de 
2004. 


V) Presten servicios auxiliares para el sistema financie- 
ro, tales como las auditorías externas, calificadoras 
de riesgo y procesadoras de datos. 


La reglamentación y fiscalización de las entidades com- 
prendidas en los numerales 1) y II) del inciso precedente se 
limitarán a otorgar la adecuada información a los consumi- 
dores, procurar la protección de los mismos respecto a las 
prácticas abusivas y la prevención en el lavado de activos 
y financiamiento del terrorismo. La reglamentación y fisca- 
lización de actividades de las entidades comprendidas en 
los numerales III) y IV) del inciso precedente se limitarán a 
la prevención del lavado de activos y financiamiento del 
terrorismo. La reglamentación y fiscalización de las entida- 
des comprendidas en el numeral V) del inciso precedente se 
harán en tanto las mismas realicen trabajos para entidades 
supervisadas.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: se me ha pedido 
hacer un informe breve pero sui géneris, porque este tema 
no fue analizado por la Comisión respectiva. 
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En primer lugar, quiero decir que este proyecto de ley 
modifica el literal B) del inciso segundo del artículo 37 de la 
Ley N” 16.696 del 30 de marzo de 1995 y sus sucesivas 
modificaciones, donde dice que las entidades crediticias 
podrán financiarse con recursos propios o a través de 
instituciones de intermediación financiera. 


En el propio Banco Central surgió la duda y la discusión 
jurídica de si a través de instituciones de intermediación 
financiera se pueden financiar entidades crediticias, solo 
pasando por Bancos o solo a partir de que los Bancos 
financien. Esto refiere alos dos extremos de esta contribu- 
ción o financiamiento que las entidades pueden tener. La 
visión del conjunto del Banco Central -y lo que habitual- 
mente se hace a través de estas entidades- es que no hay 
financiamiento por ahorro público, por lo tanto se hace a 
través de los Bancos para evitar situaciones poco transpa- 
rentes. Pero el financiamiento se puede hacer mediante un 
abanico de recursos -no el de ahorro público, naturalmente- 
que permiten que estas entidades crediticias aporten a uno 
de los puntales de los últimos años de nuestra economía, es 
decir, al empuje del consumo y al crédito que ha permitido, 
sobre todo alos sectores más bajos, mejorar sustancialmente 
su calidad de vida. No debemos olvidar que en los sectores 
de menos ingresos donde actúan estas entidades financie- 
ras, el recupero de la calidad de vida -a partir del Plan de 
Emergencia, recuperación de trabajo, baja de desocupación 
y demás- ha sido de casi un cincuenta por ciento. 


Los artículos 1* y 2” procuran especificar por parte de la 
Ley qué es lo que se puede hacer para que estas entidades 
crediticias se financien. Insisto que por ahorro público no 
lo pueden hacer y que, naturalmente, deben lograrlo vía 
Banco, pero no solamente por ese medio. 


El artículo 3, que tiene que ver con incisos que se 
agregan al artículo 37 de la Ley N” 16.696, hace referencia a 
las disposiciones que en nada inhiben al numeral 3* del 
artículo 165 de la Ley N* 18.407, de 24 de octubre de 2008, 
por las que se autoriza a la Auditoría Interna de la Nación, 
previa consulta con el Banco Central, a disponer de otras 
fuentes de financiamiento con respecto a las cooperativas. 
El segundo inciso de este mismo artículo refiere a las coo- 
perativas de consumo que han incursionado en el tema de 
los créditos, a fin de que cuando el monto crediticio sea 
menor, no habitual o profesional, es decir, un rubro o un 
porcentaje desechable en comparación con las entidades 
crediticias especializadas en el ramo, no tenga supervisión 
por parte del Banco Central ni de la Superintendencia co- 
rrespondiente. Si el rubro fuera importante, parecería lógico 
que se contara con esa supervisión; en ese caso, el Banco 
Central y la Superintendencia determinarían los respecti- 
vos niveles. Por su parte, el tercer inciso declara que aun- 
que se hagan las supervisiones correspondientes, la segu- 
ridad social de estas cooperativas estará regida por su 
rubro principal, que es el de consumo y, por lo tanto, no 
estarán afectadas por la Caja Bancaria. 


Cabe destacar que más allá de la opinión favorable del 
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Poder Ejecutivo, esta ley fue aprobada por unanimidad, 
tanto en la Comisión respectiva como en el ámbito de la 
Cámara de Representantes. Además, si no aprobáramos 
estas modificaciones en el día de hoy o antes del 14 de 
febrero, deberíamos comenzar el trámite nuevamente, obli- 
gando al Banco Central a que opte por una interpretación de 
esta ley. En definitiva, si esta ley no estuviera, el Banco 
Central debería permitir todo -con lo que enfrentaríamos 
una situación de caos- o no permitir nada y tomar una 
actitud restrictiva que podría afectar totalmente el crédito 
de estas instituciones, el consumo y la economía. 


Tal como sucedió en la Cámara de Representantes, reco- 
mendamos que se vote la modificación del artículo 37 de la 
Carta Orgánica del Banco Central. 


SEÑOR ABREU.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ABREU.- Señor Presidente: la modificación pro- 
puesta de la Carta Orgánica del Banco Central del Uruguay 
no es pequeña y tampoco creo que sea aconsejable traer 
este tema directamente a una sesión extraordinaria del Se- 
nado cuando, en realidad, la vigencia de esta ley tiene algo 
más de un año, fue discutido y analizado en Comisión, y el 
sistema de financiamiento quedó acotado en forma muy 
clara a los recursos propios y a las instituciones de 
intermediación financiera. Comprendemos la realidad, pero 
si esto se hubiera manejado con la debida prudencia y los 
tiempos necesarios, no estaríamos enfrentados a la situa- 
ción de hoy, en que algunos señores Senadores todavía no 
están al tanto del tema que se está tratando. Aquí estamos 
hablando de las entidades supervisadas y por medio de la 
modificación que se plantea hoy se da un criterio de 
financiamiento muy amplio y totalmente distinto del que se 
venía aplicando, de acuerdo con las normas vigentes y, en 
particular, por la ley de la Carta Orgánica. Actualmente, a 
diferencia de la limitación de los recursos propios o de 
instituciones de intermediación financiera, se puede finan- 
clar por personas físicas que sean directores o accionistas 
de las mismas; instituciones de intermediación financiera 
nacionales o extranjeras; organismos internacionales de 
crédito o de fomento del desarrollo; fondos previsionales 
del exterior o fondos de inversión sujetos a una autoridad 
reguladora; y toda otra persona jurídica de giro financiero, 
fideicomiso financiero o patrimonio de afectación de análo- 
ga naturaleza, etcétera. 


Esta legislación es de fondo y muy importante; estamos 
hablando de las instituciones supervisadas, pero también 
estamos analizando cuál es el mecanismo, el método de 
financiamiento y lo que aquí estamos estudiando es un 
criterio muchísimo más amplio -hasta diría antagónico-, que 
fue aprobado por una ley que quedó vigente hace poco 
tiempo. Esto vuelve a demostrar que las urgencias no son 
las mejores consejeras para legislar. 
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De todas formas, vamos a acompañar esta iniciativa 
porque, obviamente, se está corrigiendo determinada situa- 
ción y porque quienes estamos en este ámbito y sabemos 
de qué se trata, conocemos la presión y la preocupación de 
muchas instituciones, cuyos representantes se han acerca- 
do antes y después de las elecciones para que esto se 
pudiera concretar. Sin embargo queremos hacer una re- 
flexión, aunque no la podemos imponer como una modifica- 
ción a la norma, porque eso supondría que el tema volviera 
a la Cámara de Representantes y no se aprobara. En lo que 
tiene que ver con las cooperativas, se da la siguiente 
posibilidad: “La Superintendencia de Servicios Financieros 
determinará la inclusión en el régimen de regulación” ... “de 
las cooperativas de consumo, asociaciones civiles y otras 
personas jurídicas con giro no financiero, que emitan en 
forma habitual y profesional órdenes de compra”. Me pre- 
gunto cuál es el criterio para decidir si ingresan o no y cuál 
es el volumen de órdenes de compra que ponen en funcio- 
namiento; además, transfieren a la naturaleza de la actividad 
de esa organización un criterio de crédito al consumo. Esto 
es de una subjetividad tal que se afirma: “cuando la impor- 
tancia relativa de tal actividad dentro del conjunto de 
actividades que conforman el giro de la empresa o institu- 
ción de que se trate así lo justifique, a juicio de dicha 
Superintendencia”. Esto significa que una Superintendencia 
puede analizar a una u otra cooperativa y, de acuerdo con 
determinados criterios y en función de los márgenes que 
pueda manejar en cuanto a órdenes de compra, la someterá 
a un sistema de control muy exigente y fuerte, a diferencia 
de otras que quizás en las mismas circunstancias no cuen- 
tan con la misma regulación. Nosotros preferiríamos que la 
norma hubiera dicho que lareglamentación del Poder Ejecu- 
tivo estableciera los parámetros a partir de los cuales la 
Superintendencia o el Banco de Seguros del Estado contro- 
laran o no a determinadas cooperativas en función del 
criterio de las órdenes de compra, y no dejar esta subjetivi- 
dad, esta discrecionalidad, que termina siendo un elemento 
de división, de discriminación y de resentimiento de las 
actividades, a veces, frente a actitudes o decisiones que se 
toman en el ámbito del órgano de supervisión de la 
intermediación financiera. 


Sin perjuicio de esto, vamos a acompañar esta modifica- 
ción porque no hay otra alternativa y la mayoría lo hará así, 
pero insistimos en que este no es el mejor camino para trabajar, 
nada más y nada menos, en lo que es el financiamiento de 
aquellas instituciones vinculadas y sujetas a la regulación y 
supervisión del Banco Central. Creo que no solo por razones 
técnicas, sino también políticas, el Senado merece que 
cuando se analicen estos temas se tenga la profundidad 
suficiente como para ir madurando en algunos aspectos 
áridos pero, sobre todo, para saber de qué se trata y no 
enterarse después, por las necesidades de una mayoría 
impuesta o de una realidad que al poco tiempo requiere 
modificaciones sustanciales a las normas que se aprueban. 


Muchas gracias. 


SEÑOR MICHELINI.- Pido la palabra para una aclara- 
ción. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: la intervención 
del señor Senador Abreu permite que el Senado disponga de 
cinco minutos más de su tiempo para tomar conciencia del 
proyecto de ley que estamos considerando. Independiente- 
mente de que quien habla comunicó, hace aproximadamente 
más de un mes, alos señores Senadores Heber y Alfie, que 
se estaba programando este cambio a la norma, es bueno 
que todos seamos conscientes de lo que se va a votar, más 
allá de que existe una cierta urgencia. 


El primer aspecto que voy a destacar tiene que ver con 
la Superintendencia. En este sentido, quiero decir que cuan- 
do los representantes del Banco Central del Uruguay con- 
currieron a Comisión solicitaron que en el proyecto de ley 
se contemplara algún mecanismo objetivo. En función de 
eso, los propios señores Legisladores de todos los Partidos 
Políticos al momento de discutir el tema decidieron que este 
punto no estuviera contemplado en la normativa y que fuera 
el Banco Central del Uruguay el que, de manera general, 
esclareciera qué se quiere decir con la expresión: “que 
emitan en forma habitual y profesional órdenes de compra” 
que, naturalmente, corresponde a un monto sobre el rubro 
total de los créditos que otorgan las cooperativas de con- 
sumo. Si el Banco Central del Uruguay y la Superintendencia 
actuaran en cada una de las cooperativas, el Parlamento de 
la República debería tomar cartas en el asunto. Estos serían 
mecanismos generales. Es más, por parte del Banco Central 
del Uruguay se dijo que si el rubro se ubicara por debajo del 
20%, obviamente, no habría una Superintendencia, por lo 
que, a partir de ahí, habría que fijar un monto para poder 
llevar a cabo esto de manera objetiva, porque no creo que 
la Superintendencia actúe subjetivamente. De todas for- 
mas, creo que el espíritu y la interrogante planteada por el 
señor Senador Abreu nos convoca a todos a estar alertas 
y, en caso de existir una actitud de discriminación para un 
lado o hacia el otro, muchos de los que estamos hoy aquí 
-que formaremos parte de la próxima Legislatura-, tendre- 
mos que actuar en consecuencia. 


Por otro lado, quiero decir que es cierto que hay una 
mayor amplitud, pero la inquietud, tanto de los representan- 
tes del Banco Central del Uruguay como de todos nosotros, 
refiere al bien a cuidar y a proteger. El bien a proteger es el 
pequeño ahorrista. Aquellos que tienen pequeños ahorros 
solo podrían poner y captar su dinero en instituciones 
financieras bancarias, que están muy controladas por el 
Estado uruguayo a través del Banco Central del Uruguay y 
de las Superintendencias. Las casas de crédito al consumo 
-de las que se hace mucha propaganda- no pueden captar 
ahorros. ¿Qué significa esto? Esto significa que las formas 
de financiamiento son propias y, más allá de que ahora se 
contempla a los accionistas, la práctica habitual muestra 
que esto es lo que actualmente se hace. 


Por otra parte, se habla de los fondeos de los Bancos, 
de fondeos del exterior, etcétera. Por ejemplo, si alguna 
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entidad del exterior que maneja millones de dólares quiere 
invertir US$ 1:000.000 o US$ 2:000.000 en otra para mejorar 
el consumo en Uruguay, ¿por qué no permitirlo? No parece 
lógico que el Estado uruguayo tenga que armar toda una 
infraestructura y encarecer el crédito para proteger a 
inversores que tienen los elementos suficientes como para 
saber si están poniendo sus recursos en buenas manos o 
no. De esta forma, seguiríamos con el abanico. 


Vuelvo a decir que el bien a tutelar y a proteger es el 
pequeño ahorrista y creo que las modificaciones propues- 
tas a esta norma lo clarifican; con esto está absolutamente 
protegido. Si optáramos por una visión restrictiva, hoy -en 
este momento- estaríamos afectando el crédito. 


Finalmente, quiero decir que la intervención del señor 
Senador Abreu mejora la exposición que quien habla realizó 
en momentos de desorden en el Senado, porque permite 
focalizarnos en el tema concreto y comprometernos, a quie- 
nes formemos parte de la próxima Legislatura, a que este 
proyecto de ley se aplique con la rigurosidad que tanto el 
señor Senador como quien habla desean. 


Nada más. Muchas gracias. 
SEÑOR ALFIE.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ALFIE.- Señor Presidente: adelanto que vamos 
a acompañar el proyecto de ley porque entendemos qué es 
lo que pretende. 


Personalmente, pienso que hubiera sido bastante más 
sencillo decir que las entidades que presten servicios finan- 
cleros de cambio, transferencias domésticas y al exterior, 
servicios de pago y cobranzas, servicios de cofres, créditos 
y otras de similar naturaleza, con excepción de los Bancos, 
no pueden financiarse con ahorro público tomado de mane- 
ra directa. En función de esto, un minorista no puede captar 
ahorros como si fuera un Banco. 


Luego de la lectura que realicé del articulado he podido 
advertir que algunas cosas pueden dar lugar a dudas. Es 
cierto que la redacción original del proyecto de ley -recuer- 
do haber dicho esto en oportunidad de darse la discusión 
en Comisión, no en el Plenario- podía dar lugar a cualquier 
interpretación cuando, en realidad, lo que se pretendía era 
que el dinero pasara por el Banco sin limitar a quien lo 
prestara. Ahora bien, una interpretación restrictiva del tema 
sería que sólo el Banco puede prestar. Justamente, esto es 
lo que vendría a subsanar esta norma. 


Vuelvo a decir que vamos a acompañar esta iniciativa, 
más allá de que advertimos que puede tener algún problema 
de redacción. 
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A continuación, me quiero referir al artículo 3” del pro- 
yecto de ley, del que el inciso agregado no me convence en 
lo absoluto porque, por más general que fuere, habla siem- 
pre de la importancia relativa de esta actividad dentro del 
giro de la propia empresa, sin tener en cuenta la compara- 
ción con las demás. Puede ocurrir que exista una empresa 
chica que habitualmente se dedica a este tipo de negocios 
y represente el cien por ciento de su giro que, hoy por hoy, 
está comprendido, y otra que sea enorme -no la voy a 
nombrar porque todos sabemos que se dedica a una canti- 
dad de cosas, multipropósito-, que también se dedica a este 
tipo de negocios y Su giro sea muy poco. Concretamente, me 
refiero a alguna asociación civil que garantiza alquileres, 
etcétera. Quizá, esto podría quedar afuera porque el proyec- 
to de ley habla de la función del negocio y no de la impor- 
tancia. 


Por lo expuesto, considero que la redacción de este 
inciso agregado al artículo 37 de la Ley N* 16.696, noes feliz. 


Es cuanto quería manifestar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si nose hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 
-19en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 


SEÑOR MICHELINI.- Formulo moción para que se supri- 
ma la lectura del articulado y, de no plantearse desglose 
alguno, que se vote en bloque. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se vaa votar la moción formula- 
da por el señor Senador Michelini, en el sentido de que se 
suprima la lectura del articulado y se vote en bloque. 


(Se vota:) 
-18en 19. Afirmativa. 


En consecuencia, se van a votar los artículos 1%, 2* y 3* 
del proyecto de ley. 


(Se votan:) 
-19en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Ha quedado sancionado el proyecto de ley, que se 
comunicará al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancionado 
por ser igual al considerado) 
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11) ACUERDO DE PROMOCION Y PROTECCION DE 
INVERSIONES CELEBRADO ENTRE LOS GO- 
BIERNOS DE LA REPUBLICA ORIENTAL DEL 
URUGUAY Y DE LA REPUBLICA DE LA INDIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa a la conside- 
ración del punto que figura en tercer término del Orden del 
Día: “Proyecto de ley por el que se aprueba el Acuerdo de 
Promoción y Protección de Inversiones celebrado entre los 
Gobiernos de la República Oriental del Uruguay y de la 
República de la India, suscrito en la ciudad de Monte- 
video, el 11 de febrero de 2008. (Carp. N* 1603/09 - Rep. 
N* 1217/10)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 1603/09 
Rep. N* 1217/10 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes de la República Oriental 
del Uruguay, en sesión de hoy, ha sancionado el siguiente 


PROYECTO DELEY 


Artículo Unico.- Apruébase el Acuerdo de Promoción y 
Protección de Inversiones celebrado entre los Gobiernos de 
la República Oriental del Uruguay y de la República de la 
India, suscrito en la ciudad de Montevideo, el 11 de febrero 
de 2008. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 4 de agosto de 2009, 


Roque Arregui 
Presidente 


José Pedro Montero 
Secretario. 


Ministerio de Relaciones Exteriores 

Ministerio de Economía y Finanzas 

Ministerio del Interior 

Ministerio de Industria, Energía y Minería 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente 

Ministerio de Turismo y Deporte 


Montevideo, 27 de octubre de 2008. 


Señor Presidente de la 
Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a la Asam- 
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blea General, de conformidad con lo dispuesto por los 
artículos 85, numeral 7 y 168, numeral 20 de la Constitución 
de la República, a fin de someter a su consideración el 
proyecto de ley adjunto mediante el cual se aprueba el 
Acuerdo de Promoción y Protección de Inversiones cele- 
brado entre los Gobiernos de la República Oriental del 
Uruguay y de la República de India, suscrito en la ciudad de 
Montevideo, en fecha 11 de febrero de 2008. 


ANTECEDENTES 


Es un objetivo prioritario para Uruguay aumentar lazos 
económicos y comerciales con países que poseen un mer- 
cado potencial cierto para exportar mayores volúmenes de 
bienes y servicios, siendo prioritario asimismo atraer a 
aquellos países que han demostrado firme interés e inten- 
ción de concretar proyectos de inversión en el territorio 
nacional. 


La India cumple con ambas características dado que por 
una parte las exportaciones de bienes y servicios a dicho 
destino son aún muy incipientes, existiendo un comproba- 
do potencial para su ampliación, mientras que se constata 
una auspiciosa proyección en materia de inversiones de ese 
país. 


En virtud del dinamismo y la interrelación que caracte- 
riza las relaciones internacionales económicas y comercia- 
les, es menester subrayar la importancia que tiene para 
Uruguay una pronta ratificación parlamentaria de este Acuer- 
do, lo que a su vez permitirá culminar la negociación en 
curso de un Acuerdo Uruguay-India para Evitar la Doble 
Tributación, y colocar así al país en una posición de privi- 
legio para la recepción de inversiones, como destino atrac- 
tivo y comparativamente competitivo en la Región. 


La finalidad del Acuerdo firmado es crear condiciones 
favorables para aumentar y estimular las inversiones de 
cualquiera de las Partes contratantes en el territorio del otro 
Estado, estableciendo un tratamiento justo y equitativo, 
instituyendo medidas para evitar nacionalizaciones o ex- 
propiaciones arbitrarias, la libre transferencia de fondos, 
mecanismos de solución de controversias, y admisión de 
funcionarios y técnicos. 


El Acuerdo consta de un Preámbulo, 15 Artículos y un 
Anexo interpretativo del Artículo 5 (Expropiaciones). 


En el Preámbulo se reconoce que la promoción y la 
protección recíproca de las inversiones en el marco de un 
convenio internacional, implicarán un estímulo a las inicia- 
tivas comerciales individuales y a la prosperidad de ambos 
Estados. 


En el Artículo 1, se establecen las definiciones de los 
términos utilizados en el Acuerdo. 


El alcance del Acuerdo surge del Artículo 2, y en el 
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Artículo 3 se establecen propiamente los criterios de inver- 
sión y ganancias, y la protección de las mismas señalándo- 
se atal fin que “...recibirán, entodo momento, un tratamien- 
to justo y equitativo en el territorio de la otra Parte Contra- 
tante”. 


En el Artículo 4 se contempla la cláusula de la Nación 
más Favorecida. 


El Artículo 5 indica cuáles son las circunstancias excep- 
cionales en que se podrá proceder a expropiar inversiones 
de inversores de cualquiera de las Partes Contratantes. La 
interpretación de este importante Artículo se anexa al texto 
del Acuerdo. 


Las compensaciones por pérdidas y la repatriación de 
pérdidas y ganancias se establecen en los Artículos 6 y 7. 


La Solución de Controversias, como asimismo las Con- 
troversias entre las Partes Contratantes se prevén en los 
Artículos 9 y 10. 


El ingreso y permanencia de no nacionales está previsto 
en el Artículo 11. 


Los Artículos 12 y 13 contemplan qué leyes y normas 
serán de aplicación. 


El Acuerdo estará sujeto a ratificación y entrará en vigor 
en la fecha en que se realice el intercambio de los instrumen- 
tos de ratificación (Artículo 14) y tendrá un plazo de vigencia 
de diez (10) años y continuará luego de ese plazo en forma 
automática, a menos que alguna de las Partes Contratantes 
notifique a la otra, por escrito, su intención de terminar el 
Acuerdo. El Acuerdo terminará un año después de la fecha 
de recepción de esa notificación escrita (Artículo 15). 


En atención a lo expuesto y reiterando la conveniencia 
de la suscripción de este tipo de Acuerdos, el Poder Ejecu- 
tivo solicita la correspondiente aprobación parlamentaria. 


El Poder Ejecutivo reitera al Señor Presidente de la 
Asamblea General las seguridades de su más alta conside- 
ración. 


Dr. TABARE VAZQUEZ, Presidente de 
la República; Danilo Astori, Héctor 
Lescano, Alvaro García, Daisy Tourné, 
Gonzalo Fernández, Daniel Martínez, 
Jack Couriel, Andrés Berterreche, 
Danilo Astori. 


Montevideo, 27 de octubre de 2008. 


PROYECTO DELEY 


ARTICULO 1”.- Apruébase el Acuerdo de Promoción y 
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Protección de Inversiones celebrado entre los Gobiernos de 
la República Oriental del Uruguay y de la República de la 
India, suscrito en la ciudad de Montevideo, en fecha 11 de 
febrero de 2008. 


ARTICULO ?2".- Comuníquese, etc. 


Danilo Astori, Héctor Lescano, Alvaro 
García, Daisy Tourné, Gonzalo 
Fernández, Daniel Martínez, Jack 
Couriel, Andrés Berterreche, Danilo 
Astori. 


ACUERDO ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA 
ORIENTAL DEL URUGUAY Y ELGOBIERNO DELA 
REPUBLICA DE LA INDIA RELATIVO ALA 
PROMOCION Y PROTECCION DE INVERSIONES 


El Gobierno de la República Oriental del Uruguay y el 
Gobierno de la República de la India, en adelante denomina- 
dos “Partes Contratantes”, 


Deseando crear condiciones favorables para aumentar 
las inversiones realizadas por los inversores de un Estado 
en el territorio del otro Estado, 


Reconociendo que la promoción y protección recíproca 
de tales inversiones en el marco de un convenio internacio- 
nal, implicarán un estímulo a las iniciativas comerciales 
individuales y a la prosperidad de ambos Estados, 


Han acordado lo siguiente: 


ARTICULO 1 


DEFINICIONES 


Para los fines del presente Acuerdo: 


(a) “Compañía” significa corporación, firma o sociedad 
comercial, constituida o establecida según las leyes 
vigentes de cualquiera de las Partes Contratantes; 


(b) “inversión”, significa activos de cualquier naturale- 
za establecidos o adquiridos, incluidas las transfor- 
maciones en las formas de inversión, de conformidad 
con las leyes nacionales de la Parte Contratante en 
cuyo territorio se realiza la inversión, lo que incluye, 
entre otros: 


(1) bienes muebles e inmuebles, así como otros dere- 
chos, tales como hipotecas, embargos y prendas; 


(11) acciones, existencias, obligaciones de compa- 
ñías y cualquier otra forma similar de participa- 
ción en empresas; 
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(111) derechos relativos a reclamaciones de dinero 
o cualquier ejecución de contrato que implique 
un valor económico; 


(iv) derechos de propiedad intelectual, tales como 
patentes, derechos de autor, procesos técnicos, 
marcas registradas, diseños industriales, nom- 
bres comerciales, especialización y llaves, suje- 
to a las leyes de las Partes Contratantes; 


(v) concesiones comerciales otorgadas por ley o 
por contrato, incluidas las concesiones para 
realizar búsquedas y extracciones de petróleo y 
otros minerales; 


(c) “inversores” significa un nacional o una compañía 
de una Parte Contratante teniendo en cuenta que una 
persona física que posea doble nacionalidad se con- 
siderara exclusivamente de la nacionalidad del Esta- 
do respecto del cual sea nacionalidad sea predomi- 
nante y efectiva. 


(d) “nacionales” significa: 


(1) en relación a India: personas físicas cuya condi- 
ción de nacionales indios esté prevista en las 
leyes vigentes en India; 


(11) en relación a Uruguay: personas físicas que po- 
sean nacionalidad uruguaya de conformidad con 
las leyes de ese país. 


(e) “ganancias” significa los montos producidos por in- 
versiones, tales como los beneficios, los intereses, 
las ganancias de capital, los dividendos, las regalías 
y los honorarios; 


(f) “territorio” significa: 


(1) Respecto de India: el territorio dela República de 
India, incluidas sus aguas territoriales y el espa- 
cio aéreo suprayacente, así como otras zonas 
marítimas, incluida la Zona Económica Exclusiva, 
y la plataforma continental en la cual la República 
de India ejerza soberanía, derechos de soberanía 
o jurisdicción exclusiva, de conformidad con sus 
leyes vigentes, con la Convención de Naciones 
Unidas sobre Derecho del Mar o con el Derecho 
Internacional. 


(11) Respecto de Uruguay: su territorio, así como la 
Zona Económica Exclusiva, el lecho marino y el 
subsuelo sobre los cuales Uruguay ejerza dere- 
chos de soberanía o tenga jurisdicción de acuer- 
do con sus leyes vigentes y con el Derecho Inter- 
nacional, 
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ARTICULO 2 


ALCANCEDELACUERDO 


1. El presente Acuerdo se aplicará a todas las inversio- 
nes realizadas por inversores de cualquiera de las Partes 
Contratantes en el territorio de la otra Parte Contratante y 
que sean aceptadas como tales de acuerdo con sus leyes y 
reglamentos, hayan sido aprobados ante o después de la 
entrada en vigor de este Acuerdo. No obstante, no se 
aplicará a ningún acto o hecho que hubiere tenido lugar, o 
a ninguna situación que hubiere dejado de existir con 
anterioridad a la fecha de entrada en vigor del presente 
Acuerdo. 


ARTICULO 3 


PROMOCION Y PROTECCION DE INVERSIONES 


1. Cada Parte Contratante deberá promover y crear con- 
diciones favorables para que los inversores de la otra Parte 
Contratante realicen inversiones en su territorio, y aceptará 
tales inversiones de conformidad con sus leyes y políticas. 


2. Las inversiones y las ganancias de los inversores de 
cada Parte Contratante recibirán, en todo momento, un 
tratamiento justo y equitativo en el territorio de la otra Parte 
Contratante. 


ARTICULO 4 


TRATAMIENTO NACIONAL Y TRATAMIENTO DENA- 
CION MAS FAVORECIDA 


1. Cada Parte Contratante otorgará a las inversiones 
provenientes de los inversores de la otra Parte Contratante 
un tratamiento no menos favorable al que otorga a las 
inversiones de sus propios inversores, o a las inversiones 
provenientes de inversores de terceros países. 


2. Además, cada Parte Contratante otorgará a los 
inversores de la otra Parte Contratante, incluso en lo refe- 
rente a las ganancias sobre sus inversiones, un tratamiento 
no menos favorable que el que otorga a los inversores de 
terceros países. 


3. Las disposiciones contenidas en los párrafos 1 y 2 
precedentes no implican la obligación, para ninguna de las 
Partes Contratantes, de extender a los inversores de la otra, 
los beneficios de un tratamiento, preferencia o privilegio de 
cualquier naturaleza en virtud de: 


(a) cualquier unión aduanera o acuerdo internacional 
similar, existente o futuro, del cual sea o pueda llegar 
a ser parte, O 
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(b) cualquier asunto relativo, en su totalidad o en su 
mayor parte, a temas impositivos. 


ARTICULOS 


EXPROPIACION 


1. Las inversiones de inversores de cualquiera de las 
Partes Contratantes no serán nacionalizadas, expropiadas 
o sujetas a medidas que tengan en el territorio de la otra 
Parte Contratante efecto equivalente a la nacionalización o 
a la expropiación (en adelante denominadas “expropia- 
ción”), con excepción de los casos que impliquen fines 
públicos, de conformidad con leyes basadas en criterios no 
discriminatorios, a cambio de una compensación justa y 
equitativa. Tales compensaciones deberán ajustarse al valor 
del mercado de las inversiones expropiadas inmediatamente 
antes de esa expropiación o antes de que de la inminente 
expropiación haya sido de conocimiento público, según lo 
que se haya verificado en primer término. Las compensacio- 
nes incluirán intereses a una tasa justa y equitativa hasta 
la fecha de pago, en divisa de libre conversión, y deberán 
hacerse efectivas sin demora injustificada alguna. Asimis- 
mo, deberán ser efectivamente realizables, y libremente 
transferibles. 


2. Los inversores afectados tendrán derecho, de con- 
formidad con las leyes de la Parte Contratante que lleve a 
cabo la expropiación, a una revisión de su caso por parte de 
autoridades judiciales u otras autoridades independientes 
de esa Parte Contratante, y a que sus inversiones sean 
evaluadas conforme a los principios establecidos en el 
presente párrafo. La Parte Contratante que realice la expro- 
piación realizará sus mayores esfuerzos para asegurar que 
esa revisión sea llevada a cabo con prontitud. Una vez que 
la autoridad competente adopte su decisión definitiva, el 
inversor no tendrá derecho a presentar reclamaciones se- 
gún el artículo 9. 


3. Encaso de que una de las Partes Contratantes expro- 
pie los activos de una compañía constituida según sus leyes 
vigentes en cualquier parte de su territorio, y en la cual inversores 
de la otra Parte Contratante posean acciones, se asegurará que 
se apliquen las disposiciones del párrafo (1) de este Artícu- 
lo, en la medida necesaria para asegurar una compensación 
justa y equitativa a esos inversores de la otra Parte Contra- 
tante, propietarios de esas acciones. 


(* Para mayor certeza, el Artículo sobre “Expropiación” 
se deberá interpretar de acuerdo con el Anexo l) 


ARTICULO 6 


COMPENSACIONES POR PERDIDAS 


Los inversores de la Parte Contratante cuyas inversio- 
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nes en el territorio de la otra Parte Contratante sufran 
pérdidas a causa de guerra u otros conflictos armados, así 
como a situaciones de emergencia nacional o disturbios 
civiles, deberán recibir, de la última Parte Contratante y en 
relación con la restitución, indemnización, compensación u 
otras formas de liquidación, un tratamiento no menos favo- 
rable que el que dicha Parte Contratante brinda a sus 
propios inversores, o a los inversores de terceros Estados. 
Los pagos resultantes deberán ser libremente transferibles. 


ARTICULO?” 


REPATRIACION DE INVERSIONES Y GANANCIAS 


(1) Cada Parte Contratante deberá permitir que los fon- 
dos de los inversores de la otra Parte Contratante 
relativos a inversiones en su territorio sean libre- 
mente transferidos, sin demora injustificada y sobre 
una base no discriminatoria. Esos fondos podrán 
incluir: 


(a) Capital y capital adicional utilizados en el mante- 
nimiento y el incremento de las inversiones; 


(b) Ganancias netas de operaciones, incluidos los 
dividendos e intereses, en proporción a sus ac- 
ciones; 


(c) Pagos de cualquier préstamo, incluidos los res- 
pectivos intereses, relativo a las inversiones; 


(d) Pago de regalías y cargos por servicios relativos 
a las inversiones; 


(e) El producido de la venta de sus acciones; 


(f) El producido que reciban los inversores por con- 
cepto de venta total o parcial o por liquidación; 


(g) Las ganancias de ciudadanos/nacionales de una 
Parte Contratante que trabajen en relación con las 
inversiones en el territorio de la otra Parte Contra- 
tante. 


(Q) Lo dispuesto en el párrafo (1) de este Artículo no 
afectará en modo alguno la transferencia de las com- 
pensaciones conforme al Artículo 6 del presente 
Acuerdo. 


(3) La Parte Contratante deberá asegurar que las trans- 
ferencias a que se hace referencia en el párrafo (1) de 
este Artículo se realicen en una divisa de libre con- 
versión, sin restricciones o retrasos de especie algu- 
na, a la tasa de cambio de mercado que corresponda 
a la fecha de la transferencia. 
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ARTICULO 8 


SUBROGACION 


Si una de las Partes Contratantes o sus representantes 
han dado garantías para el pago de alguna compensación 
contra riesgos no comerciales, en relación con inversiones 
de cualquiera de sus inversores, dentro del territorio de la 
otra Parte Contratante y hayan realizado pagos a esos 
inversores vinculados a sus reclamaciones en virtud del 
presente Acuerdo, la otra Parte Contratante aceptará que la 
Parte Contratante mencionada en primer término; o sus 
representantes puedan, en virtud de la subrogación, ejercer 
los derechos y realizar las reclamaciones de tales inversores. 
Los derechos o reclamaciones objeto de subrogación no 
podrán exceder los derechos o reclamaciones originales de 
los inversores. 


ARTICULO 9 


SOLUCION DE CONTROVERSIAS ENTRE UN 
INVERSOR Y UNA PARTE CONTRATANTE 


(1) Cualquier controversia entre un inversor de una Par- 
te Contratante y la otra Parte Contratante en relación 
con una inversión del primero, de conformidad con el 
presente Acuerdo, deberá resolverse, en la medida 
de lo posible, de forma amigable, mediante negocia- 
ciones entre las partes en la controversia. 


(Q) Si una controversia no pudiera resolverse de forma 
amigable dentro de los seis (6), meses siguientes a la 
fecha en que fuera planteada, cualquiera de las partes 
podrá presentarla para su resolución, 


(a) de conformidad con las leyes de la Parte Contra- 
tante que ha aceptado la inversión, ante las auto- 
ridades administrativas, arbitrales o judiciales 
competentes de esa Parte Contratante; o 


(b) bajo la modalidad de conciliación internacional, 
según el Reglamento de Conciliación de la Comi- 
sión de las Naciones Unidas para el Derecho 
Mercantil Internacional. 


(3) Si cualquiera de las partes recurre a los procedimien- 
tos mencionados en los párrafos 2 (a) o 2 (b), ello 
implicará la preclusión de la posibilidad de adoptar 
posteriormente la otra modalidad de reparación. Sin 
embargo, en el marco del procedimiento indicado en 
el párrafo 2 (b), si el procedimiento de conciliación 
culmina sin la suscripción de un acuerdo que resuel- 
va la cuestión, la controversia podrá ser sometida a 
arbitraje. El procedimiento de arbitraje será el si- 
guiente: 


(a) Si la Parte Contratante correspondiente al Inver- 
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sor y la otra Parte Contratante son Parte de la 
Convención sobre Solución de Controversias 
relativas a Inversiones entre Estados y naciona- 
les de otros Estados de 1965, y si el inversor 
consiente por escrito la presentación de la con- 
troversia ante el Centro Internacional para la So- 
lución de Controversias, la controversia deberá 
remitirse al mencionado Centro; o 


(b) Si ambas Partes en la controversia lo acuerdan, de 
conformidad con el Mecanismo Complementario 
relativo a procedimientos para la Administración 
de Conciliación, Arbitraje y Comprobación de 
Hechos; o 


(c) Ante un tribunal arbitral ad hoc, por cualquiera de 
las partes en la controversia, de acuerdo con el 
Reglamento de Arbitrajes de la Comisión de las 
Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Inter- 
nacional de 1976, sujeto a las siguientes modifica- 
clones: 


(1) La autoridad nominadora establecida en el 
Artículo 7 del Reglamento será el Presidente, 
el Vicepresidente o el Juez de la Corte Interna- 
cional de Justicia con mayor antigiedad, siem- 
pre que no sea nacional de ninguna de las 
Partes Contratantes. El tercer árbitro no podrá 
ser nacional de las Partes Contratantes. 


(11) Las partes designarán sus respectivos árbi- 
tros dentro de un plazo de dos meses. 


(4) El tribunal arbitral adoptará la decisión en aplicación 
de las disposiciones del presente Acuerdo y, si fuere 
necesario, de acuerdo a las leyes de la Parte Contra- 
tante que sea parte de la controversia, incluida su 
regulación sobre conflicto de leyes, así como cual- 
quier acuerdo específico relativo a la inversión en 
cuestión, de conformidad con los principios del de- 
recho internacional. 


(5) Las decisiones de los árbitros tendrán carácter defi- 
nitivo y vinculante para ambas partes en la contro- 
versla. 


(6) Ninguna de las Partes Contratantes realizará una 
reclamación internacional relativa a una controver- 
sia que haya sido sometida a los procedimientos de 
este Artículo, a menos que la otra Parte Contratante 
no haya cumplido el fallo del tribunal arbitral o de las 
autoridades judiciales de la otra Parte Contratante 
mencionada en último término, o si haincumplido una 
norma de derecho internacional, incluidos la denega- 
ción de justicia o las disposiciones del presente 
Acuerdo. 


(7) El tribunal arbitral deberá expresar los fundamentos 
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de su decisión y explicarlos si ello le fuera solicitado 
por cualquiera de las partes. 


ARTICULO 10 


CONTROVERSIAS ENTRE LAS PARTES 
CONTRATANTES 


(1) Las controversias entre las Partes Contratantes rela- 


tivas a la interpretación o aplicación del presente 
Acuerdo deberán, en lo posible, resolverse mediante 
negociación. 


(2) Si una controversia entre las Partes Contratantes no 


pudiera resolverse en un período de seis (6) meses 
desde la fecha en que surgió la controversia, esta se 
someterá a un tribunal arbitral a solicitud de cual- 
quiera de las Partes Contratantes. 


G) El tribunal arbitral se constituirá para cada caso 


concreto, de la siguiente forma dentro de los dos (2) 
meses siguientes a la fecha de recepción de la soli- 
citud de arbitraje. Cada Parte Contratante designará 
un miembro del tribunal. Posteriormente, esos dos 
miembros designarán un nacional de un tercer Esta- 
do quien, con la aprobación de las dos Partes Contra- 
tantes, será designado como Presidente del tribunal. 
El Presidente deberá ser designado dentro de los dos 
(2) meses siguientes a la fecha de designación de los 
otros dos miembros. 


(4) Si dentro de los plazos indicados en el párrafo (3) de 


este Artículo no se hubieren realizado las designa- 
ciones pertinentes, cualquiera de las Partes Contra- 
tantes podrá, a falta de otro acuerdo, solicitar al 
Presidente de la Corte Internacional de Justicia que 
realice las designaciones necesarias. Si el Presidente 
fuera nacional de alguna de las Partes Contratantes 
o si tuviera algún otro impedimento para cumplir esa 
función, se convocará al Vicepresidente para realizar 
esas designaciones. En caso de que el Vicepresiden- 
te sea también nacional de alguna de las Partes 
Contratantes o si tuviera algún impedimento para 
cumplir esa función, será convocado para realizar las 
designaciones necesarias el miembro de la Corte 
Internacional de Justicia más cercano en antigiledad, 
siempre que no sea nacional de una de las Partes 
Contratantes. 


(5) El tribunal arbitral adoptará su decisión por mayoría. 


Esa decisión será vinculante para ambas Partes Con- 
tratantes. Cada Parte Contratante sufragará los gas- 
tos de su árbitro y de sus representantes en el pro- 
ceso arbitral. Los gastos ocasionados por el Presi- 
dente y otros que se hubieren realizado, serán cu- 
biertos en partes iguales por las Partes Contratantes. 
El tribunal podrá, no obstante, determinar en su 
decisión que una proporción mayor de gastos sea 
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cubierta por una de las Partes Contratantes, y este 
fallo será vinculante para ambas Partes Contratan- 
tes. El tribunal determinará su propio procedimien- 
to. 


ARTICULO 11 


INGRESO Y ESTADIA DE PERSONAL 


(1) Una Parte, Contratante de conformidad con su legis- 
lación permitirá, en algunas ocasiones, en el marco de 
las reglas de ingreso y permanencia de no naciona- 
les, que las personas físicas de la otra Parte Contra- 
tante y personal empleado en compañías de la otra 
Parte Contratante ingresen y permanezcan en su 
territorio con el fin de vincularse a actividades rela- 
cionadas con inversiones. 


(Q) Una Parte Contratante, de conformidad con su legis- 
lación permitirá, en algunas ocasiones, que los 
inversores de la otra Parte Contratante que hayan 
realizado inversiones en el territorio de la primera, 
empleen en su territorio personal técnico y gerencial 
clave, independientemente de su nacionalidad. 


ARTICULO 12 


LEYES APLICABLES 


(1) Salvo disposición en contrario del presente Acuer- 
do, todas las inversiones se regirán por las leyes 
vigentes en el territorio de la Parte Contratante en la 
que las inversiones se realicen. 


(Q) No obstante el párrafo (1) de este Artículo, ninguna 
norma del presente Acuerdo impedirá a la Parte Con- 
tratante anfitriona que adopte medidas para proteger 
sus intereses de seguridad esenciales, o relativos a 
circunstancias de emergencia extrema, de conformi- 
dad con sus leyes, aplicadas habitual y razonable- 
mente de modo no discriminatorio. 


ARTICULO 13 


APLICACION DE OTRAS NORMAS 


Si las normas legales de cualquiera de las Partes Contra- 
tantes o sus obligaciones derivadas del derecho internacio- 
nal existentes a la fecha o que se establezcan en el futuro 
entre las Partes Contratantes, además del presente Acuer- 
do, contienen normas generales o específicas, que autori- 
cen un tratamiento más favorable que el previsto por este 
Acuerdo a las inversiones realizadas por inversores de la 
otra Parte Contratante, dichas disposiciones prevalecerán 
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sobre el presente Acuerdo, en la medida en que sean más 
favorables para el inversor. 


ARTICULO 14 


ENTRADA EN VIGOR 


El presente Acuerdo estará sujeto a ratificación y entra- 
rá en vigor en la fecha en que se realice el intercambio de los 
instrumentos de ratificación. 


ARTICULO 15 


DURACION Y TERMINACION 


(1) El presente Acuerdo tendrá un plazo de vigencia de 
diez (10) años y continuará luego de ese plazo en 
forma automática, a menos que alguna de las Partes 
Contratantes notifique a la otra, por escrito, su inten- 


Por el Gobierno de la República 
Oriental del Uruguay 


(Reinaldo Gargano) 


Ministro de Relaciones Exteriores 
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ción de terminar el Acuerdo. El Acuerdo terminará un 
año después de la fecha de recepción de esa notifi- 
cación escrita. 


(2) No obstante la terminación del presente Acuerdo de 
conformidad con el párrafo (1) de este Artículo, el 
Acuerdo continuará en vigor por un período adicio- 
nal de quince años a partir de la fecha de su termina- 
ción, en relación a las inversiones realizadas o adqui- 
ridas antes de la fecha de terminación del presente 
Acuerdo. 


En fe de lo cual, los suscritos debidamente autorizados 
para ello por sus Gobiernos respectivos, firman el presente 
Acuerdo. 


Hecho en Montevideo, el día 11 de febrero de 2008, en 
dos versiones originales, en idioma español, hindi e inglés, 
considerándose todos los textos como auténticos. 


En caso de discrepancia de interpretación, prevalecerá 
la versión redactada en lengua inglesa. 


Por el Gobierno de la República de la 


India 
(Anand Sharma) 


Ministro de Estado de Relaciones 


Exteriores. 
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ANEXOI 


Anexo para la interpretación del Artículo 5 
(Expropiación) 


1. El Artículo 5 (Expropiación) pretende reflejar el dere- 
cho internacional consuetudinario vinculado a la obliga- 
ción de los Estados en materia de expropiación. 


2. Los actos o conjunto de actos realizados por una 
Parte no podrán constituir un expropiación, a menos que 
ellos interfieran con un derecho de propiedad tangible o 
intangible, o con un interés vinculado a la propiedad de una 
inversión. 


3. El Artículo 5 (Expropiación) refiere a dos situaciones. 
La primera es conocida como expropiación directa, por la 
que se nacionaliza una inversión o se expropia directamente 
mediante otra modalidad, a través del traslado formal de la 
propiedad o de su confiscación en términos absolutos. 


4. La segunda situación a que refiere el Artículo 5 
(Expropiación) es conocida como expropiación indirecta, 
por la que un acto o conjunto de actos de una Parte tiene un 
efecto equivalente a la expropiación directa, sin un traslado 
formal de la propiedad ni una confiscación en términos 
absolutos. 


(a) La determinación acerca de si un acto o conjunto de 
actos, en una situación de hecho específica, consti- 
tuye una expropiación indirecta, implica una indaga- 
ción caso por caso; basada en datos que, entre otros 
factores, tomen en cuenta: 


(1) el impacto económico de la acción gubernamen- 
tal, aunque los actos o conjunto de actos de una 
Parte tengan un efecto adverso sobre el valor 
económico de la inversión, no implica solo por 
ello que se haya producido una expropiación in- 
directa; 


(11) la medida en que la acción gubernamental interfie- 
re con las expectativas diferenciadas y razona- 
bles respaldadas por las inversiones, y 


(111) las características de la acción gubernamental. 


(b) Con excepción de circunstancias inusuales, la regu- 
lación no discriminatorias realizada por una Parte, 
que se identifique y aplique a la legítima protección 
de objetivos de bienestar público incluidos, entre 
otros, la salud pública, la seguridad, el medioambiente 
y la promoción de la protección al consumidor, no 
constituyen una expropiación indirecta. 


(c) Las acciones y los fallos pronunciados por autorida- 
des judiciales de una Parte que se identifiquen, se 
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apliquen o se emitan en interés público incluidos, 
entre otros, los dirigidos a la salud pública, a la 
seguridad, al medioambiente y a la promoción de la 
protección del consumidor, no constituyen una ex- 
propiación indirecta.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 
- En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Couriel. 


SEÑOR COURIEL.- Señor Presidente: en este mundo 
internacional, donde hay grandes cambios, sobre todo, en 
las relaciones comerciales, empiezan a aparecer algunas 
potencias emergentes de gran significación y una de ellas 
es la India. De manera que hacer un acuerdo de promoción 
y protección de inversiones con la India no es un tema 
menor para un pequeño país como el Uruguay que, además, 
si bien en estos momentos no tiene relaciones comerciales 
significativas, sí está recibiendo inversiones de hindúes en 
el Uruguay lo que lleva, necesariamente, a que sea relevante 
este Acuerdo de Promoción y Protección de Inversiones. 


Como dice la carátula, este es un acuerdo suscrito el 11 
de febrero de 2008 y que por parte del Poder Ejecutivo fue 
firmado por los Ministerios de Relaciones Exteriores, de 
Economía y Finanzas, del Interior, de Industria, Energía y 
Minería, de Ganadería, Agricultura y Pesca, de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y de Turismo 
y Deporte. 


En esencia, el Poder Ejecutivo plantea que hay en curso 
otro acuerdo con la República de India sobre la doble 
tributación, de manera que la aprobación de este Acuerdo 
sobre Promoción y Protección de Inversiones estaría ayu- 
dando a ese otro. 


Los artículos más importantes del acuerdo, a nuestro 
entender, hacen referencia al tratamiento similar que recibi- 
ría una inversión en la India por parte del Uruguay o 
viceversa. Es decir que se daría un tratamiento similar a los 
inversores locales o no menos favorable que a los inversores 
de terceros países. Esto está claramente establecido en el 
acuerdo bajo el título: “Tratamiento Nacional y Tratamiento 
de Nación más Favorecida”. 


Un segundo tema que nos importa señalar tiene que ver 
con el artículo 5” sobre la expropiación. Allí se expresa que 
las inversiones de inversores de cualquiera de las Partes 
Contratantes no serán nacionalizadas, expropiadas o suje- 
tas a medidas que tengan en el territorio de la otra Parte 
Contratante efecto equivalente a la nacionalización o a la 
expropiación, con excepción de los casos que impliquen 
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fines públicos, para los cuales habrá una compensación 
justa y equitativa. De manera que el principio general es que 
no se pueda hacer nacionalizaciones o expropiaciones, 
salvo en los casos que impliquen fines públicos. 


Otro elemento que importa señalar sobre este Acuerdo, 
que siempre genera alguna discusión en el ámbito del Sena- 
do, tiene que ver con la solución de controversias. En este 
caso, señor Presidente, se plantea que cualquier controver- 
sia entre un inversor de una Parte Contratante y la otra Parte 
Contratante deberá resolverse, en la medida de lo posible, 
de forma amigable, mediante negociaciones entre las partes 
en la controversia. Si esta controversia no puede resolverse 
de forma amigable dentro de los seis meses siguientes a la 
fecha en que fuera planteada, cualquiera de las partes podrá 
presentarla para su resolución, por un lado, de conformidad 
con las leyes de la Parte Contratante, lo que es clásico y 
natural. Por ejemplo, es el caso de un inversor que invirtió 
en el Uruguay y la controversia se resolvió por la legisla- 
ción correspondiente al país que recibió dicha inversión. Y, 
por otro lado, se podrá presentar bajo la modalidad de 
conciliación internacional, según el Reglamento de Conci- 
liación de la Comisión de las Naciones Unidas para el 
Derecho Mercantil Internacional. Si el procedimiento de 
conciliación culmina sin la suscripción de un acuerdo que 
resuelva la cuestión, la controversia podrá ser sometida al 
arbitraje. Para ello se plantea la posibilidad de que se 
presente la controversia ante el Centro Internacional para 
la Solución de Controversias de los organismos internacio- 
nales. Por otra parte, si ambas partes en la controversia lo 
acuerdan, pueden actuar de conformidad con el Mecanismo 
Complementario relativo a procedimientos para la Adminis- 
tración de Conciliación, Arbitraje y Comprobación de He- 
chos. También pueden presentarse ante un tribunal arbitral, 
que tiene determinadas características. Una de ellas es que 
la autoridad nominadora será el Presidente, el Vicepresiden- 
te o el Juez de la Corte Internacional de Justicia con mayor 
antigúedad, siempre que no sea nacional de ninguna de las 
Partes Contratantes. A su vez, el tercer árbitro no podrá ser 
nacional de las Partes Contratantes. Además, las decisio- 
nes de los árbitros tendrán carácter definitivo y vinculante 
para ambas partes en la controversia. 


De manera que hay una acción amigable; si a los seis 
meses no hay una controversia y si no se llega a acuerdo en 
la conciliación en la Comisión de las Naciones Unidas para 
el Derecho Mercantil Internacional, se irá a un tribunal cuya 
integración se fijará claramente en el acuerdo. En el caso de 
que las controversias se den entre las Partes Contratantes 
se plantea que, en lo posible, se resuelva mediante una 
negociación entre ellas. Pero si una de esas controversias 
no pudiera resolverse en un plazo de seis meses desde la 
fecha en que surgió la controversia, esta se someterá a un 
tribunal arbitral a solicitud de cualquiera de las partes. Aquí 
también se explicitan las características de este tribunal. 


Por último, señor Presidente, la duración de este acuerdo 
es de diez años, pudiendo ser prorrogable automáticamen- 
te. 


CAMARA DE SENADORES 


4 de febrero de 2010 


Sobre esta base y considerando la importancia que tiene 
la India como una de las grandes potencias emergentes en 
este momento, nos parece aceptable votar este Acuerdo de 
Promoción y Protección de Inversiones entre la República 
Oriental del Uruguay y la República de India. 


SEÑOR ABREU.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ABREU.- Señor Presidente: lamentablemente, 
tenemos que plantear algunas observaciones al Tratado, 
que son de fondo y tienen que ver, nada más y nada menos, 
con la definición del territorio nacional. Estamos utilizando 
diversos criterios para definir el territorio y en esta instan- 
cia y en este Tratado con la India carecemos de la mínima 
precisión técnica para su definición. Es más, en el Tratado 
la definición de territorio de la India es más completa que la 
del Uruguay. Por ejemplo, con respecto a nuestro país se 
dice: “su territorio, así como la Zona Económica Exclusiva, 
el lecho marino y el subsuelo sobre los cuales Uruguay 
ejerza derechos de soberanía o tenga jurisdicción de acuer- 
do con sus leyes vigentes y con el Derecho Internacional”. 
Aquí no se expresa de qué territorio estamos hablando 
porque, en realidad, este es terrestre y marítimo. Además, 
no se está haciendo referencia a la plataforma continental 
y nose establece la diferencia clara entre la Zona Económica 
Exclusiva y el resto de lo que es el mar territorial de acuerdo 
con la Convención del Mar. Más aun, este tema es más 
importante ahora porque el Uruguay acaba de firmar o de ser 
beneficiado por la extensión de su plataforma continental y 
tiene que dejar claro en su Tratado, cuando habla de terri- 
torio, cuál es el concepto de territorio. En esta definición de 
territorio ni siquiera se hace referencia al espacio aéreo, 
cosa que sí hace la República de la India. Quiere decir, señor 
Presidente, que al no tener una definición clara, estamos 
ante fuertes carencias técnicas y políticas desde el punto de 
vista jurídico. Podemos citar otras definiciones como, por 
ejemplo, la incluida en el Tratado con Armenia, que está un 
poco mejor ajustada. Allí se habla de las aguas interiores y 
el mar territorial como las zonas marítimas más allá del mar 
territorial, sobre las que el Uruguay ejerce sus derechos y 
su soberanía o jurisdicción, de conformidad con su legisla- 
ción interna o internacional en vigor. El caso del Tratado 
con Finlandia es más o menos parecido. 


A nuestro juicio, las omisiones que se plantean aquí no 
deberían pasar desapercibidas; creo que tendríamos que 
buscar una definición única alos efectos de tener un criterio 
uniforme cada vez que en los tratados se incluya la defini- 
ción de territorio. Dado que no sé cuál será la próxima 
instancia, propongo añadir un artículo interpretativo, que 
sería el 2” -y, en consecuencia, modificaría la redacción 
aprobada por la Cámara de Representantes- y diría: 
“Entiéndese por territorio nacional el territorio terrestre, 
sus aguas interiores, su mar territorial y su espacio aéreo, 
así como todas las zonas marítimas más allá del mar territo- 
rial sobre las que el Uruguay ejerce sus derechos de sobe- 
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ranía y jurisdicción de conformidad con su legislación 
interna o internacional en vigencia, incluidas en estas tanto 
la zona económica exclusiva como la plataforma continen- 
tal”. De esa manera, señor Presidente, estamos definiendo 
un criterio único -que eventualmente podrá ser ajustado-, 
porque el Estado uruguayo no puede manejarse con crite- 
rios ambiguos o distintos cuando define el territorio nacio- 
nal, máxime en momentos en que debe tener mucha fuerza en 
la defensa de su soberanía ya que, entre otras cosas, en 
poco tiempo se estará exponiendo a la definición de sus 
límites con la República Argentina como consecuencia de 
la extensión de la plataforma continental. 


En concreto, este es el primer tema que deseaba plantear 
y considero que es importante que hagamos un esfuerzo por 
tratarlo en la Comisión a los efectos de reflexionar sobre 
estos conceptos, madurarlos y no aprobar a la ligera este 
tipo de tratados que, desde el punto de vista jurídico, 
técnico y político, tienen serias carencias. Sia un alumno de 
Introducción al Derecho -no hablemos ya de uno de Dere- 
cho Internacional- le preguntan qué es el territorio y dice lo 
que figura en este tratado, pierde el examen. 


Por otra parte, en el Acuerdo también hay una norma que 
establece la retroactividad respecto de las inversiones que 
favorecen a las inversiones indias. Esto se aplica a esta 
norma, a las que ya están o a las que vengan en el futuro. 
Esta retroactividad -vale la pena hacer un esfuerzo y re- 
flexionar sobre este aspecto- no se aplica en otros tratados 
y, por consiguiente, desde el punto de vista de nuestras 
negociaciones, puede considerarse como un trato 
discriminatorio frente a las aspiraciones que tienen estos 
Estados. 


El Miembro Informante mencionaba con mucha preci- 
sión el tema del trato nacional y de la cláusula de la nación 
más favorecida, como así también el hecho de que aquí se 
aplica la cláusula del nacional. Quiere decir que una de las 
aspiraciones más claras que tienen los países desarrollados 
en la nueva agenda de negociación es que las inversiones 
cuenten con el trato nacional igual que el resto de la legis- 
lación nacional. Eso está muy bien; esto puede discutirse, 
pero insisto en que es importante que podamos reflexionar 
sobre este asunto, porque a medida que vamos avanzando 
en estas concesiones, en los próximos tratados se argumen- 
tará que la cláusula del nacional la establecemos y la con- 
cedemos, por lo cual no debería haber una diferencia, por 
ejemplo, como la que podría existir entre una inversión 
nacional y otra extranjera, si quisiéramos defender un crite- 
rio asimétrico. 


Señor Presidente: el tercer punto al que hacía referencia 
el Miembro Informante tiene relación con la inclusión del 
criterio de la expropiación. Al respecto, debemos tener 
presente que existen dos criterios en esta materia: la expro- 
piación directa y la indirecta. Aquí la expropiación indirecta 
debe ser analizada en forma muy clara porque ya hay juris- 
prudencia internacional sobre estos tratados y sobre todos 
aquellos a favor de inversiones extranjeras de países desa- 
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rrollados que imponen determinados criterios en las cláusu- 
las. A mi entender, deberíamos ser muy claros en este tema. 
Reitero que ya existe jurisprudencia en el NAFTA y en los 
acuerdos con Chile y Perú, que han dado lugar a una gran 
controversia respecto del alcance de lo que es una expropia- 
ción indirecta. Obviamente, el acuerdo interpretativo puede 
ser visto como un resguardo a los abusos, pero también 
puede haber un claro abuso de los inversores para llevar al 
Estado a un arbitraje. La solución de controversia es muy 
discutida y siempre he sostenido la posibilidad de salir 
fuera de la jurisdicción porque, entre otras cosas, es parte 
de los resguardos que quieren, pero si en el Senado no 
analizamos y no pedimos a nuestros jerarcas y técnicos una 
explicación sobre cómo está funcionando el concepto de 
expropiación indirecta -es decir, si votamos sin hacer una 
reflexión profunda sobre el tema-, vamos a ignorar el avance 
que se está realizando en forma lateral por muchos países 
desarrollados que imponen las agendas bilateralmente cuan- 
do están en condiciones más favorables y asimétricas. No 
es el caso de la India porque se supone que es un país 
subdesarrollado, pero quienes tenemos alguna experiencia 
en negociar con un indio sabemos que es mucho más difícil 
que hacerlo con un brasileño, y eso no es poca cosa. 


En definitiva, señor Presidente, quiero advertir que de- 
bemos manejarnos también con el Derecho Internacional 
consuetudinario. La costumbre es fuente del Derecho y si 
vamos firmando acuerdos sin reflexionar ni dejar constan- 
cia sobre estos temas, iremos avalando determinadas cos- 
tumbres que después serán muy difíciles de definir. 


Advierto que no estoy en contra de este tratado, sino de 
la costumbre de que se traiga a consideración del Senado 
todos los de este tipo como si se tratara de una receta de 
cocina. Estamos hablando de un país muy importante, con 
grandes inversiones y, nada menos, que en temas de expro- 
piaciones directas e indirectas, así como también del terri- 
torio nacional. Sin embargo, no sabemos definirlo en un 
tratado. 


Por lo tanto, hacemos una interpretación adicional o 
simplemente dejamos el tema para la próxima legislatura y, 
en tal sentido, nos comprometemos políticamente a que con 
estas observaciones lo votaremos rápidamente en las dos 
Cámaras. Debe ser un tratado que, por lo menos, tenga un 
rigor técnico y una precisión política que no nos deje 
librados a la interpretación de inversores, de Estados o 
simplemente de cualquier abogado defensor de un determi- 
nado inversor que advierta que ni siquiera tenemos defini- 
do claramente cuál es el alcance del territorio nacional. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sino se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 


-14en 16. Afirmativa. 
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SEÑOR MICHELINI.- Pido la reconsideración del tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se vaa votar la reconsideración 
solicitada por el señor Senador. 


(Se vota:) 

-16en 16. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración. 

SEÑOR MICHELINI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene las palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MICHELINI.- En la medida en que no existe la 
mayoría necesaria y en el entendido de que sería una pésima 
señal que este proyecto -independientemente de las incor- 
poraciones que se le quieran introducir- no fuera aprobado, 
creo que lo mejor es pasarlo nuevamente a Comisión y tratar 
de lograr un entendimiento en estos días. De lo contrario, 
será la próxima Legislatura la que lo considere, porque el 
tema está en el seno del Parlamento. 


SEÑOR GARGANO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO.- Señor Presidente: no me voy a 
extender acerca de las consideraciones que se han hecho en 
Sala, sino que, en cierta medida, voy a ratificar lo que ya ha 
expresado el señor Miembro Informante. Además, quiero 
señalar que este tema fue estudiado con rigor técnico y que 
por primera vez en un tratado internacional se reconoce al 
Uruguay su jurisdicción sobre el mar territorial y las zonas 
económicas adyacentes; reitero, por primera vez. Sin duda, 
este es un elemento que debe tomarse en cuenta, puesto que 
recién estamos concretando -lo digo porque su trámite 
comenzó en la época en que quien habla actuó en la 
Cancillería- y completando el trámite de presentación ante 
las Naciones Unidas sobre el reclamo de la jurisdicción de 
las zonas económicas adyacentes de la plataforma conti- 
nental. En mi opinión, este es un paso adelante sustancial, 
ya que un país como la India lo reconoce expresamente en 
el Tratado. 


Dichas estas palabras, quisiera hacer una valoración de 
carácter político. Me parece bien que se tome una semana 
más e, incluso, si se me indica que debo asistir a una sesión, 
hasta el día 14 puedo hacerlo y votar este tema; obviamente, 
el día 15 ya no estaré habilitado para ello. 


En síntesis, me parece que se está dando un mensaje 
poco positivo por el hecho de que parte del Senado no vota 
un tratado de la importancia que tiene el que estamos 
considerando. Por cierto, actualmente la India ha adquirido 
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relevancia en el concierto internacional, no solo a nivel del 
comercio, sino también en el concierto político. Obviamen- 
te, aquí se está dando un mensaje político y creo que no 
debemos perder la noción de ello. 


Muchas gracias. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Sino se hace uso de la palabra, 
se va a votar la moción formulada por el señor Senador 
Michelini, en el sentido de que el proyecto de ley vuelva a 
Comisión. 

(Se vota:) 

-16en 16. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consecuencia, el proyecto de ley vuelve a Comisión. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de terminar la sesión quie- 
ro recordar a los señores Senadores que el próximo martes 
9 ala hora 10 se va a realizar un homenaje, mandatado por 
este Cuerpo, al ex Senador Zelmar Michelini, descubriendo 


un cuadro en la Antesala del Senado, la que precisamente 
lleva su nombre, y al que todos quedan invitados. 


Ese día, a la hora 11, habrá una sesión especial de la 
Asamblea General para dar cuenta de asuntos entrados. 


12) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRACION 
DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de una solicitud de 
licencia. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Mujica solicita licencia por moti- 
vos personales desde el día 5 hasta el 14 de febrero 
inclusive”. 


- Léase. 

(Se lee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippini).- 
“Montevideo, 4 de febrero de 2010. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Rodolfo Nin Novoa 


Por la presente solicito a usted se me conceda licencia 
por motivos personales a partir del 5 y hasta el 14 de febrero 
inclusive y que se convoque a mi suplente respectivo. 
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Sin otro particular saluda a usted atentamente, 13) SE LEVANTA LA SESION 


José Mujica. Senador.” SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más asuntos a tra- 
tar, se levanta la sesión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se vaa votar la licencia solicita- 
da. (Así se hace, a la hora 21 y 22 minutos, presidiendo el 
señor Rodolfo Nin Novoa y estando presentes los señores 
Senadores Abreu, Agazzi, Antognazza, Arana, Bonomi, 
Campanella, Couriel, Dalmás, Gargano, Michelini, 
Percovich, Saravia, Tajam, Vaillant y Xavier.) 


(Se vota:) 


-16en 16. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR RODOLFO NINNOVOA 
Oportunamente se convocará al suplente respectivo. Presidente 


Arq. Hugo Rodríguez Filippini 
Sr. Santiago González Barboni 
Secretarios 


Sr. Sergio Pereira 
Director del Cuerpo de Taquígrafos 


